
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS* 

 

CASO RAMÍREZ ESCOBAR Y OTROS VS. GUATEMALA 

 

SENTENCIA DE 9 DE MARZO DE 2018 

 

(Fondo, Reparaciones y Costas) 

 

 

En el caso Ramírez Escobar y otros,  

 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte Interamericana”, “la Corte” 

o “este Tribunal”), integrada por los siguientes Jueces: 

 

Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, Presidente; 

Humberto Antonio Sierra Porto, Juez; 

Elizabeth Odio Benito, Jueza;  

Eugenio Raúl Zaffaroni, Juez; y 

L. Patricio Pazmiño Freire, Juez; 

 

presentes además, 

 

Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y  

Emilia Segares Rodríguez, Secretaria Adjunta, 

 

de conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) y con los artículos 31, 32, 

62, 65 y 67 del Reglamento de la Corte (en adelante “el Reglamento” o “Reglamento de la Corte”), 

dicta la presente Sentencia que se estructura en el siguiente orden: 
  

 

*  Los Jueces Eduardo Vio Grossi y Roberto F. Caldas no participaron en la deliberación y firma de esta Sentencia 
por motivos de fuerza mayor, lo cual fue aceptado por el Pleno. 
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I 

INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA Y OBJETO DE LA CONTROVERSIA 

 

 

 

 

 

a) Petición. – El 1 de agosto de 2006, la Asociación Casa Alianza, el Movimiento Social por los 

Derechos de la Niñez y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) (en 

adelante “los representantes”) presentaron la petición inicial, en representación de las 

presuntas víctimas.  

 

b) Informe de Admisibilidad.- El 19 de marzo de 2013, la Comisión aprobó el Informe de 

Admisibilidad No. 8/132.  

 

c) Informe de Fondo. – El 28 de octubre de 2015, la Comisión aprobó el Informe de Fondo 

No. 72/15, en el cual llegó a una serie de conclusiones y formuló varias recomendaciones al 

Estado:  

 

• Conclusiones. – La Comisión concluyó que el Estado de Guatemala era responsable por 

la violación de los artículos 5, 7, 8, 11, 17, 18, 19 y 25 de la Convención Americana, en 

relación a los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de Osmín Ricardo 

Tobar Ramírez, J.R., Flor de María Ramírez Escobar y Gustavo Tobar Fajardo.  

 

• Recomendaciones. – En consecuencia, la Comisión hizo al Estado una serie de 

recomendaciones, en relación con:  

 
1. Reparar integralmente las violaciones de derechos humanos declaradas en el 

informe tanto en el aspecto material como moral.  
 

 
1  En el presente caso, la Corte concedió la reserva de identidad solicitada por los representantes a favor del 
segundo hijo de Flor de María Ramírez Escobar y su familia adoptiva, por lo cual, se utilizarán las siglas “J.R.” para 
referirse al segundo hijo de la señora Ramírez Escobar, “T.B.” para referirse a su padre adoptivo, “J.B.” para referirse 
a su madre adoptiva, así como “matrimonio B.” o “familia B.” cuando se haga referencia a la pareja o a la familia 
adoptiva de J.R. de forma conjunta.  

2  Cfr. CIDH, Informe No. 8/13, Petición 793-06, Admisibilidad, Hermanos Ramírez y familia, Guatemala, 19 de 
marzo de 2013. 
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2. Efectuar, a la mayor brevedad, una búsqueda seria, en la cual realice todos los 
esfuerzos para determinar el paradero de J.R..  

 
3. Establecer de manera inmediata un procedimiento orientado a la efectiva 

vinculación entre la señora Flor de María Ramírez Escobar y el señor Gustavo Tobar 
Fajardo con los niños Ramírez, según los deseos de estos últimos y tomando en 

cuenta su opinión.  
 

4. El Estado debe brindar, de forma inmediata, el tratamiento médico y psicológico o 
psiquiátrico a las víctimas que así lo soliciten.  

 
5. Disponer las medidas administrativas, disciplinarias o penales correspondientes 

frente a las acciones u omisiones de los funcionarios estatales que participaron de 
los hechos del presente caso.  

 
6. Adoptar las medidas de no repetición necesarias, incluyendo medidas legislativas y 

de otra índole para asegurar que tanto en su regulación como en la práctica, las 
adopciones en Guatemala se ajusten a los estándares internacionales establecidos 
en el informe.  

 

d) Notificación del Informe de Fondo. – El Informe de Fondo fue notificado al Estado el 12 de 

noviembre de 2015 otorgándole un plazo de dos meses para informar sobre el 

cumplimiento de las recomendaciones. Luego de una prórroga, el Estado de Guatemala 

remitió un escrito el 8 de febrero de 2016, mediante el cual rechazó las conclusiones del 

Informe de Fondo e indicó, entre otras cosas, que no procedía otorgar ningún tipo de 

reparación a las víctimas, debido a que el Estado “[había] garantiz[ado] en todo momento 

los derechos humanos de los hermanos Ramírez, toda vez que buscó el bien superior de 

ellos, frente a la necesidad de ser integrados a una familia”.  

 

 

 

 

 

II 

PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE 
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3  Cfr. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo de Asistencia Legal de Víctimas. Resolución del 
Presidente de la Corte de 14 de octubre de 2016. Disponible en: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/Ramírezescobar_fv_16.pdf  

4  El 21 de abril de 2016 el Estado designó como Agentes a Carlos Rafael Asturias Ruiz, Steffany Rebeca Vásquez 
Barillas y Cesar Javier Moreira Cabrera. Posteriormente, en su escrito de contestación el 23 de noviembre de 2016 
indicó que Guatemala sería representado en este caso por el Presidente de la Comisión Presidencial Coordinadora de la 
Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos (COPREDEH), el señor Victor Hugo Godoy, y por la Directora 
Ejecutiva de COPREDEH, la señora María José Ortiz Samayoa. El 26 de septiembre de 2017 Guatemala informó de la 
designación del nuevo Presidente de COPREDEH, el señor Jorge Luis Borrayo Reyes. El 6 de noviembre de 2017 
informó de la designación del nuevo Director Ejecutivo de COPREDEH, el señor Felipe Sánchez González. Por tanto, la 
Corte entiende que, al momento de emisión de esta Sentencia, los Agentes del Estado para el presente caso son Jorge 
Luis Borrayo Reyes, Presidente de COPREDEH, y Felipe Sánchez González, Director Ejecutivo de COPREDEH.  

5  Cfr. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Convocatoria de audiencia. Resolución del Presidente de la 
Corte de 11 de abril de 2017. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/Ramírez_11_04_17.pdf.  

6  El testigo propuesto por el Estado, Erick Erick Benjamín Patzán Jiménez, fue convocado a declarar en la audiencia 
pública en la Resolución del Presidente de 11 de abril de 2017. Sin embargo, el 9 de mayo de 2017 el Estado informó 
que “no c[ontaba] con los recursos suficientes y necesarios para sufragar los gastos de traslado” de Erick Benjamín 
Patzán, por lo que solicitó que presentara su declaración mediante fedatario público. El 12 de mayo de 2017, mediante 
notas de Secretaría, se informó a las partes y a la Comisión que, ante la imposibilidad de comparecencia del señor 
Erick Benjamín Patzán en la audiencia pública convocada, el Presidente había dispuesto que se recibiera la declaración 
del testigo Patzán mediante afidávit.  

http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/ramirezescobar_fv_16.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/ramirez_11_04_17.pdf
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7  A esta audiencia comparecieron: a) por la Comisión Interamericana: las abogados de la Secretaría Ejecutiva, 
Silvia Serrano Guzmán y Selene Soto Rodríguez; b) por los representantes de las presuntas víctimas: de CEJIL, Marcia 
Aguiluz, Gisela De León  Esther Beceiro, Carlos Luis Escoffié y de El Refugio de la Niñez, Monica Mayorga y Leonel 
Dubón, y c) por el Estado de Guatemala: el embajador Juan Carlos Orellana Juárez, el Presidente de COPREDEH, Víctor 
Hugo Godoy y la Directora de Seguimiento de casos internacionales de COPREDEH, Wendy Cuellar Arrecis.  

8  El escrito fue firmado por el Profesor Eduardo A. Bertoni y la Profesora Florencia Saulino.  
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III 

COMPETENCIA 

 

 

 

IV 

RECONOCIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ESTATAL 

 

A. Reconocimiento del Estado y observaciones de la Comisión y los 

representantes 

 

 

 

a. Respecto a las alegadas violaciones de los artículos 5, 7 y 11 de la Convención, en relación 

con el artículo 1.1 del mismo instrumento:  

i. “en el presente caso, las instituciones del Estado, separaron a los niños de su 

madre; debido a que esta no garantizaba adecuadamente la obligación de cuidar y 

proteger a sus hijos. Una denuncia motivó que la Procuraduría General de la Nación 

(PGN) retirara a los niños de su madre por encontrarse en una situación de riesgo 

(sin cuidado de un adulto y desprotegidos) y fueron puestos en abrigo en una 

institución con el objeto de protegerlos. Estos procedimientos eran los establecidos 

en la Ley vigente en la época”.  

ii. el “actuar de ciertas instituciones públicas reflejadas en el informe de fondo, denota 

que se podría haber vulnerado [los] derecho[s] garantizado[s] en [los artículos] 7 y 

11 de la [Convención] a los hermanos Ramírez, entre otras razones, [por] haber 

sido internados en una institución privada por diecisiete meses y privarles del 

contacto con sus familiares”. Además, consideró que “no obstante las acciones 

realizadas por las instituciones involucradas, lamenta que la legislación vigente 

permitiera que una declaración de abandono fuera suficiente para que los niños 

pudieran ser sujetos de adopción, violentando así sus derechos a una familia”.  

iii. “[t]eniendo en cuenta la conclusión de la [Comisión], la jurisprudencia de la Corte 

[…], el actuar de ciertas dependencias del Estado y la legislación vigente a la época, 

el Estado reconoce que, si bien estos aspectos ya han sido armonizados a los 

principios internacionales vigentes, aquella situación podría enmarcarse en una 

supuesta vulneración al derecho a la integridad personal (art. 5) de los Hermanos 

Ramírez y sus familiares, así como el derecho a la libertad personal (art. 7) y 

protección a la honra y de la dignidad (art. 11) a los hermanos Ramírez”.  

 

b. Respecto a las alegadas violaciones de los artículos 17, 18 y 19 de la Convención: 

i. “esta familia fue separada debido a causas de desprotección de la madre hacia los 

niños en su entorno. Sin embargo, la intención del Estado era la de poder restaurar 

el derecho a una familia a través de la adopción. El Estado de Guatemala, reconoce 
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que esta interpretación vulneraba los derechos a la familia y que no se aplicaban 

los preceptos que indican que se debe priorizar el entorno o núcleo familiar para al 

adecuado desarrollo de la niñez y el respeto al derecho a una familia”.  

ii. “al vulnerar sus derechos de integridad y familia también se vulneró su derecho al 

[n]ombre”. “El Estado  reconoce que la familia, el nombre, la nacionalidad y el 

vínculo familiar constituyen elementos constitutivos del derecho a la identidad”.  

iii. “[e]l Estado considera que en el presente caso; efectivamente se vulneraron los 

derechos de los hermanos Ramírez; pues ni la familia, ni el Estado, en su carácter 

de garante pudieron garantizar su protección y desarrollo”. 

iv. “[a]tendiendo las actuaciones de los órganos competentes que separaron a los 

niños de la madre biológica, el haberlos internado en una institución privada y más 

adelante permitir su adopción internacional y radicarse fuera del país, se vulneraron 

todos los derechos citados en los artículos 17, 18 y 19[,] en perjuicio de los 

hermanos Ramírez”.  

 

c. Respecto a las alegadas violaciones de los artículos 8 y 25 de la Convención: 

i. “[e]l Estado reconoce y lamenta que, si bien se encontraban en la legislación 

procesos judiciales previamente establecidos, y existían los medios de impugnación 

correspondientes; los mismos al ser presentados fueron mal diligenciados por parte 

de los juzgadores y no fueron resueltos conforme a derecho”.  

ii. “atendiendo al compromiso internacional asumido de proteger y garantizar los 

derechos plasmados en la [Convención], el [E]stado lamenta que en el caso 

específico de los hermanos Ramírez, se vulner[ó] el derecho al debido proceso y 

consecuentemente los derechos reconocidos en los artículos 8 y 25 [de la 

Convención]”.  
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B. Consideraciones de la Corte 

 

 

 
9  Los artículos 62 y 64 del Reglamento de la Corte establecen: “Artículo 62. Reconocimiento: Si el demandado 
comunicare a la Corte su aceptación de los hechos o su allanamiento total o parcial a las pretensiones que constan en 
el sometimiento del caso o en el escrito de las presuntas víctimas o sus representantes, la Corte, oído el parecer de los 
demás intervinientes en el proceso, resolverá, en el momento procesal oportuno, sobre su procedencia y sus efectos 
jurídicos”. “Artículo 64. Prosecución del examen del caso: La Corte, teniendo en cuenta las responsabilidades que le 
incumben de proteger los derechos humanos, podrá decidir que prosiga el examen del caso, aun en presencia de los 
supuestos señalados en los artículos precedentes”. 

10 Cfr. Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008. Serie C No. 177, 
párr. 24, y Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 341, párr. 21. 
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B.1 En cuanto a los hechos 

 

 

 

 

 
11  Cfr. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C No. 213, párr. 17, y Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia, supra, párr. 
21. 

12  El artículo 62.3 de la Convención establece: “[l]a Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo 
a la interpretación y aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que los Estados 
Partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica en 
los incisos anteriores, ora por convención especial”. 

13  El artículo 63.1 de la Convención establece: “[c]uando decida que hubo violación de un derecho o libertad 
protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad 
conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuere procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación 
que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada”. 

14 Cfr. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, párr. 105, 
y Caso Ortiz Hernández y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2017. 
Serie C No. 338, párr. 22. 

15  Cfr. Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. 
Serie C No. 16, párr. 17, y Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 299, párr. 24. 

16  Cfr. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011 Serie C No.221, párr. 
28, y Caso Vásquez Durand y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 332, párr. 47. 
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B.2 En cuanto a las pretensiones de derecho 

 

 

 

 

 

B.3 En cuanto a las reparaciones 
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B.4 Valoración del reconocimiento  

 

 

 

 

 

 

 

 

 
17  Cfr. Caso Benavides Cevallos Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de junio de 1998. 
Serie C No. 38, párr. 57, y Caso Gómez Murillo y otros Vs. Costa Rica. Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C 
No. 326, párr. 46. 

18  Cfr. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia, supra, párr. 18, y Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303, párr. 32. 

19  Cfr. inter alia, Caso Torres Millacura y otros Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de 
agosto de 2011. Serie C No. 229, párr. 37, y Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 
20, y Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Serie C No. 287, párr. 32.  

20  Cfr. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia, supra, párr. 27, y Caso 
Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
septiembre de 2015. Serie C No. 298, párr. 49.  
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V 

CONSIDERACIÓN PREVIA SOBRE LA PARTICIPACIÓN DE J.R. 

 

 

 

A. Alegatos de las partes y de la Comisión  

 

 

 

 

 

 

 

B. Consideraciones de la Corte  
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21   Dicha comunicación se remitió a un correo electrónico suministrado por los representantes. 

22  Cfr. Caso Cayara Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 3 de febrero de 1993. Serie C No. 14, párr. 
63, y Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 29 de noviembre de 2016. Serie C No. 327, párr. 28. 

23  Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros. Excepciones Preliminares. Sentencia de 4 de septiembre de 1998. Serie C No. 
41, párr. 77, y Caso González y otras ("Campo Algodonero") Vs. México. Resolución de la Corte de 19 de enero de 
2009, considerando 45. 

24  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, 
párrs. 33 y 34, y Caso González y otras ("Campo Algodonero") Vs. México. Resolución de la Corte de 19 de enero de 
2009, considerando 45. 

25  El artículo 44 de la Convención establece que: “Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no 
gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la 
Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado parte”. Véase, 
en el mismo sentido, los artículos 23 y 24 del Reglamento de la Comisión Interamericana, aprobado por la Comisión en 
su 137° período ordinario de sesiones, celebrado del 28 de octubre al 13 de noviembre de 2009; y modificado el 2 de 
septiembre de 2011 y en su 147º período ordinario de sesiones, celebrado del 8 al 22 de marzo de 2013, para su 
entrada en vigor el 1 de agosto de 2013. 

26  El artículo 48.1.f de la Convención establece que “1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que 
se alegue la violación de cualquiera de los derechos que consagra esta Convención, procederá en los siguientes 
términos: […] f) se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa del asunto 
fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención”. Al respecto, el artículo 40.5 del 
Reglamento de la Comisión establece, en su parte relevante, que “[a]ntes de aprobar [el] informe [de una solución 
amistosa], la Comisión verificará si la víctima de la presunta violación o, en su caso, sus derechohabientes, han dado 
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su consentimiento en el acuerdo de solución amistosa”. Asimismo, el artículo 50.1 de la Convención Americana 

establece que, “[d]e no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión, ésta redactará 
un informe en el que expondrá los hechos y sus conclusiones […]”. A su vez, el artículo 44.3 del Reglamento de la 
Comisión establece que “[l]uego de la deliberación y voto sobre el fondo del caso, la Comisión procederá de la 
siguiente manera: […] Notificará al peticionario la adopción del informe y su transmisión al Estado. En el caso de los 
Estados Partes en la Convención Americana que hubieran aceptado la jurisdicción contenciosa de la Corte 
Interamericana, al notificar al peticionario la Comisión le dará la oportunidad de presentar, dentro del plazo de un 
mes, su posición respecto del sometimiento del caso a la Corte. Si el peticionario tuviera interés en que el caso sea 
sometido a la Corte, deberá presentar los siguientes elementos: a. la posición de la víctima o sus familiares, si fueran 
distintos del peticionario […]”.  

27  Al respecto, véase, Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia, supra, párrs. 37 a 39, así como los artículos 35, 39 
y 40 del Reglamento de la Corte que exigen que la Comisión informe los datos de “los representantes de las presuntas 
víctimas debidamente acreditados” al momento de sometimiento del caso; que se notifique de dicho sometimiento a 
“la presunta víctima, sus representantes o el Defensor Interamericano, si fuera el caso”, y que permite la presentación 
de un escrito de solicitudes, argumentos y pruebas “a la presunta víctima o sus representantes”.  

28  En la comunicación remitida a J.R. se le indicó que si no respondía a la comunicación de la Corte (fuera para 
solicitar mayor información, aclarar dudas, solicitar una prórroga o manifestar su consentimiento) se entendería que 
no deseaba ser parte del caso.  

29  Los representantes explicaron que Osmín Tobar Ramírez había contactado a J.R. por Facebook, pero que este le 
habría manifestado que “no desea[ba] saber nada del presente proceso”. Los representantes señalaron que luego de 
esto enviaron una comunicación a J.R. para confirmar lo manifestado a Osmín Tobar Ramírez, sin que hasta la fecha 
hubieran recibido una respuesta. 

30  Cfr. Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia, supra, párrs. 37 a 39.  
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VI 

PRUEBA 

 

A.  Prueba documental, testimonial y pericial 

 

 

 

B. Admisión de la prueba 

 

 B.1 Admisión de prueba documental  

 

 

 

 

 

 
31  Cfr. Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia, supra, párr. 40.  

32  Los objetos de estas declaraciones se encuentran establecidos en la Resolución de la Presidencia de 11 de abril 
de 2017 (supra nota 5).  

33  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 140, 
y Caso Andrade Salmón Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de diciembre de 2016. Serie C No. 
330, párr. 16. 
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34  Específicamente, los representantes solicitaron que se excluyeran los siguientes anexos de los alegatos finales 
escritos del Estado: A (Acuerdo Gubernativo No. 266 de fecha 22 de septiembre de 2016 del Ministerio de Relaciones 
Exteriores de la República de Guatemala, mediante el cual se designa al Presidente de COPREDEH y a su Director 
Ejecutivo para que comparezcan ante el sistema interamericano de derechos humanos), B (Resumen de los avances 
del Estado de Guatemala en materia de legislación a favor de la Niñez y en materia de Adopción, 2016), C (Consejo 
Nacional de Adopciones: Estándares de Calidad para la Atención de Niños, Niñas y Adolescentes en Entidades de 
Abrigo Temporal, 2010), D (Política Pública contra la trata de personas y protección integral a las Víctimas 2014-
2024), F (Protocolo de derivación en casos de violencia contra la mujer, intrafamiliar, femicidio, trata de personas y 
adopciones ilegales), G (Rutas mediadas en caso de embarazos en niñas menores a 14 años de edad de la Secretaría 
contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas), H (Protocolo de coordinación interinstitucional para la 
protección y atención a víctimas de trata de personas de la Secretaría contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata 
de Personas), I (Protocolo de coordinación interinstitucional para la repatriación de víctimas de trata de personas de la 
Secretaría contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas), J (Decreto 18-2010 del Congreso de la 
República de Guatemala. Ley del sistema de alerta Alba-Kenethpara la localización y resguardo inmediato de niños 
sustraídos o desaparecidos), y M (Estudio actuarial de 11 de mayo de 2017 sobre la posible reparación económica por 
concepto de lucro cesante a Flor de María Ramírez Escobar y Gustavo Amílcar Tobar Fajardo). 
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 B.2 Admisión de la prueba testimonial y pericial 

 

 

 

 

 

C. Valoración de la prueba 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
35  Cfr. Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
22 de junio de 2016. Serie C No. 314, párr. 41, y Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia, supra, párr. 47. 
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VII 

HECHOS 

 

 

 

A. Contexto de adopciones irregulares en Guatemala en la época de los hechos 

 

 

 

 

 
36  A lo largo de esta Sentencia, la Corte se referirá a Osmín Tobar Ramírez y a J.R. como “los hermanos Ramírez” o 
“los niños Ramírez”, para referirse a ellos conjuntamente, por ser el apellido que tienen en común. Por la misma 
razón, se referirá al núcleo familiar que formaban con su madre biológica, Flor de María Ramírez Escobar, y el padre 
biológico de Osmín Tobar Ramírez, Gustavo Tobar Fajardo, como la “familia Ramírez”. 

37  Cfr. CICIG, Informe sobre actores involucrados en el proceso de adopciones irregulares en Guatemala a partir de 
la entrada en vigor de la Ley de Adopciones (Decreto 77-2007), 1 de diciembre de 2010 (en adelante “CICIG, Informe 
sobre adopciones irregulares en Guatemala”), págs. 26 y 27 (expediente de prueba, folios 3023 y 3024). 

38  Cfr. Comisión de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución 
infantil y la utilización de los niños en la pornografía, Sra. Ofelia Calcetas Santos, Adición, Informe sobre la misión a 
Guatemala (19 a 30 de julio de 1999), 27 enero de 2000, Doc. ONU E/CN.4/2000/73/Add.2 (en adelante “Informe de 
la Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la pornografía 
después de la visita de julio de 1999”), párr. 11 (expediente de prueba, folio 2729). 

39  Informe de la Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la 
pornografía después de la visita de julio de 1999, Doc. ONU E/CN.4/2000/73/Add.2, párr. 12 (expediente de prueba, 
folio 2730), y peritaje rendido por Carolina Pimentel González ante fedatario público el 16 de mayo de 2017 
(expediente de prueba, folio 7280).   

40  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 23 (expediente de prueba, folio 3020). 
Véase, en el mismo sentido, informe escrito sobre el peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada 
ante esta Corte (expediente de fondo, folio 1098).  

41  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 18 (expediente de prueba, folio 3015). 
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42  Cfr. Peritaje rendido por Carolina Pimentel González ante fedatario público el 16 de mayo de 2017 (expediente de 
prueba, folio 7278). Asimismo, el perito Nigel Cantwell ha señalado que “[e]n algunos países [como en Guatemala], 
abogados y notarios, trabajadores sociales (incluso en algunos casos, aquellos designados por los tribunales), 
hospitales, doctores, institutos de menores, algunas veces se convertían en ‘semilleros de bebes’, y en otras, 
trabajaban juntos para obtener niños y generar ganancias a costa de la desesperanza de padres, en particular mujeres 
en situaciones muy difíciles, en ocasiones por medio del engaño”. Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario 
público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 6940).  

43  De acuerdo a un informe de la Secretaría de Bienestar Social de 2003, en Guatemala se podía “pagar entre 
$12,000.00 a $15,000.00 dólares” estadounidenses por la adopción de un niño por el trámite notarial. De acuerdo a la 
perita Carolina Pimentel González, la adopción de un bebé guatemalteco llegó a costar “desde 30 mil hasta 80 mil 
dólares”. De acuerdo al perito Jaime Tecú, una adopción costaba aproximadamente veinticinco mil dólares 
estadounidenses. Cfr. Secretaría de Bienestar Social de la Presidencia de la República y Movimiento Social por los 
Derechos de la Niñez y la Juventud, “Política Pública y Plan de Acción Nacional a favor de la Niñez y Adolescencia 
2004-2015, diciembre de 2003 (expediente de prueba, folio 416); peritaje rendido por Carolina Pimentel González 
ante fedatario público el 16 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7278); peritaje rendido por Jaime Tecú en 
la audiencia pública celebrada ante esta Corte e informe escrito sobre dicho peritaje (expediente de fondo, folio 1100). 

44  Cfr. Peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. Entre 1996 y 2006 las 
adopciones aumentaron 6.7 veces. De 1997 a 2006, 27.140 niñas y niños guatemaltecos fueron dados en adopción, 
de los cuales únicamente 2.4% fueron adoptados en el país. El restante 97,6% fueron adoptados internacionalmente. 
Cfr. Secretaría de Bienestar Social, Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala y otros, “Adopciones 
en Guatemala ¿protección o mercado?”, noviembre de 2007, pág. 24 (expediente de prueba, folios 3140 y 3142).   

45  Cfr. Peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. De acuerdo al perito Jaime 
Tecú, de 1977 a 1989 existen “pocos o nulos registros de lo que sucedió”. En un informe de la Secretaría de la Paz 
sobre las adopciones entre 1977 y 1989 se citan cifras y registros de la Secretaría de Bienestar Social. Cfr. Dirección 
de los Archivos de la Paz de la Secretaría de la Paz de la Presidencia de la República, “Las adopciones y los derechos 
humanos de la niñez Guatemalteca, 1977-1989”, 2009, pág. 77 (expediente de prueba, folio 3621). Sin embargo, en 
un informe de noviembre de 2007 de la propia Secretaría de Bienestar Social se señala que no se cuenta con registros 
exactos de las adopciones previas al año 1996. Cfr. Secretaría de Bienestar Social, la Oficina de Derechos Humanos 
del Arzobispado de Guatemala y otros, “Adopciones en Guatemala ¿protección o mercado?”, noviembre de 2007, pág. 
24 (expediente de prueba, folio 3140). 

46  Cfr. Peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte, y Secretaría de Bienestar 
Social, Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala y otros, “Adopciones en Guatemala ¿protección o 
mercado?”, noviembre de 2007 (expediente de prueba, folio 3140). 

47  Cfr. Instituto Latinoamericano para la Educación y la Comunicación, Informe preparado para UNICEF, “Adopción y 
los Derechos del Niño en Guatemala”, 2000 (expediente de prueba, folio 2960), y Secretaría de Bienestar Social, 
Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala y otros, “Adopciones en Guatemala ¿protección o 
mercado?”, noviembre de 2007 (expediente de prueba, folio 3140). Véase también, CIDH, Quinto Informe sobre la 
Situación de los Derechos Humanos en Guatemala, 6 de abril de 2001, pág. 182, párr. 38, OEA/Ser.L/V/II.111, 
Doc.21rev., y peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte.  

48  Cfr. Informe de la Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en 
la pornografía después de la visita de julio de 1999, Doc. ONU E/CN.4/2000/73/Add.2, párr. 12 (expediente de 
prueba, folio 2730), e Instituto Latinoamericano para la Educación y la Comunicación, Informe preparado para 
UNICEF, “Adopción y los Derechos del Niño en Guatemala”, 2000 (expediente de prueba, folio 2984). 
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49  Cfr. Peritaje rendido por Carolina Pimentel González ante fedatario público el 16 de mayo de 2017 (expediente de 
prueba, folio 7280), y CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, págs. 25 (expediente de prueba, 
folio 3022). 

50  Cfr. Peritaje rendido por Carolina Pimentel González ante fedatario público el 16 de mayo de 2017 (expediente de 
prueba, folio 7280), e informe escrito sobre el peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante 
esta Corte, en el cual se indica que entre 1990 y 2007 se tramitaron las adopciones de más de 37.000 niñas y niños 
(expediente de fondo, folio 1101). 

51  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 23 (expediente de prueba, folio 3020). 

52  Cfr. Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 
6942). 

53  Cfr. Observaciones finales del Comité de los Derechos del Niño: Guatemala, 9 de julio de 2001. 
CRC/C/15/Add.154, párr. 34; Informe de la Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de los niños en la pornografía después de la visita de julio de 1999, Doc. ONU E/CN.4/2000/73/Add.2, párr. 
11 (expediente de prueba, folio 2729), y CIDH, Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en 
Guatemala, 6 de abril de 2001, OEA/Ser.L/V/II.111, Doc. 21 rev., pág. 183, párr. 39. 

54  Observaciones finales del Comité de los Derechos del Niño: Guatemala, 7 de junio de 1996. CRC/C/15/Add.58, 
párrs. 21 y 34. 

55  Observaciones finales del Comité de los Derechos del Niño: Guatemala, 9 de julio de 2001. CRC/C/15/Add.154, 
párr. 34. 

56  Observaciones finales del Comité de los Derechos del Niño: Guatemala, 9 de julio de 2001. CRC/C/15/Add.154, 
párr. 35. De acuerdo al perito Cantwell, contrario a lo recomendado por el Comité de Derechos del Niño en 2001 de 
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La falta de control por parte de las instituciones encargadas de brindar protección a los niños 
guatemaltecos, dio lugar a un lucrativo negocio y a la consecuente formación de estructuras 

que, para responder a la demanda, se dedicaron a la captación mediante amenazas, 
coacción, aprovechamiento de la situación de vulnerabilidad de la madre y robo o compra de 
niñas y niños para enviarlos al extranjero. […] Esto explica la formación de redes de 

delincuencia organizada trasnacional, que tuvo como consecuencia la preocupación a nivel 
internacional por parte de organismos internacionales, principalmente de Naciones Unidas y 
la suspensión de trámites de adopción internacional de niños guatemaltecos por parte de 

algunos países europeos, mediante resolución del Parlamento Europeo60. 

 

 

 
suspender las adopciones, se permitió un aumento mayor en la cantidad de adopciones entre 2001 y 2002. El perito, 
con base en cifras que indicó eran de la Procuraduría General de la Nación de Guatemala, explica que las adopciones 
aumentaron de 2.246 en el 2001 a 2.931 en el siguiente año. Cfr. Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario 
público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 6948). 

57  La CICIG señaló que se consolidaron redes de trata de niños que, entre otras actividades, se dedicaban a 
falsificar documentos, robar niños, falsificar pruebas de ADN y amenazar a las madres para entregar a sus hijos en 
adopción. Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, págs. 20 y 23 (expediente de prueba, folios 
3017 y 3020). 

58  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 20 (expediente de prueba, folios 3014 a 
3018). 

59  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 20 (expediente de prueba, folio 3017). 

60  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 27 (expediente de prueba, folio 3024), y cfr. 
peritaje rendido por Norma Angélica Cruz Córdova ante fedatario público el 9 de mayo de 2017 (expediente de prueba, 
folio 7065). 

61  Informe escrito sobre el peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte 
(expediente de fondo, folio 1100). 

62  Secretaría de la Paz, “Las adopciones y los derechos humanos de la niñez Guatemalteca, 1977-1989”, 2009, pág. 
89 (expediente de prueba, folio 3633). 

63  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 41 (expediente de prueba, folio 3038). De 
manera parecida, la perita Norma Angélica Cruz Córdova ha indicado que se “buscaban niños que tuvieran alguna 
vulnerabilidad y algún tipo de maltrato para declarar el abandono de los niños y posteriormente se daba la 
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adoptabilidad sin hacer investigaciones al respecto”. Peritaje rendido por Norma Angélica Cruz Córdova ante fedatario 
público el 9 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7065). 

64  Cfr. Secretaría de Bienestar Social, Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala y otros, 
“Adopciones en Guatemala ¿protección o mercado?”, noviembre de 2007 (expediente de prueba, folios 3136 a 3138).  

65  Secretaría de Bienestar Social, Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala y otros, “Adopciones 
en Guatemala ¿protección o mercado?”, noviembre de 2007 (expediente de prueba, folio 3136). 

66  Cfr. Secretaría de Bienestar Social, Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala y otros, 
“Adopciones en Guatemala ¿protección o mercado?”, noviembre de 2007 (expediente de prueba, folio 3139). 

67  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 41 (expediente de prueba, folio 3038), y 
peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte.  

68  La Corte de Constitucionalidad argumentó que la adhesión la había hecho el Presidente de la República y que las 
reservas hechas por Guatemala a los artículos 11 y 12 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados 
excluían otras formas de manifestación de la voluntad del Estado de obligarse por un tratado, que no fuera la 
suscripción o la ratificación. Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, págs. 18 y 19 
(expediente de prueba, folios 3015 y 3016), y Corte de Constitucionalidad, Decisión de Inconstitucionalidad General 
Total del Decreto 50-2002 que aprueba el Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en materia de 
adopción Internacional, hecho en La Haya. Expedientes Acumulados 1555-2002 y 1808 – 2002, 13 de agosto de 2003 
(expediente de fondo, folio 1112). 

69  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 19 (expediente de prueba, folio 3016).   

70  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, págs. 20 y 21 (expediente de prueba, folios 
3017 y 3018), y Ley de Adopciones, Decreto No. 77-2007 de diciembre de 2007, arts. 17, 23, 35, 43 y 49 a 52 
(expediente de prueba, folios 3195 3215). 



- 27 - 
 

 

 

B. Marco normativo aplicable a nivel interno en la época de los hechos  

 

 

 

B.1 Proceso de declaración de abandono 

 

 

 
Artículo 47 (menores en abandono). Se consideran menores en abandono: 1. los que 

careciendo de padres no tuvieren persona que los tenga a su cargo, y 2. los que por 
negligencia de unos u otros, se dedicaren a la vagancia o a la mendicidad. 
 
Artículo 48 (menores en peligro). Se consideran menores en peligro: 1. Los que sean 
víctimas de explotación por personas mayores, dedicándolos a la mendicidad o a trabajos en 

cantinas, garitos, prostíbulos y lugares similares; 2. Los que fueren inducidos o colocados en 
situación irregular por personas mayores o se aprovechen del cuerpo de los efectos de 
hechos calificados como delitos cometidos por mayores de edad; 3. Los hijos de p                                          
adres viciosos o inmorales o de prostitutas y los tuvieren en lugares a que se refiere el 

 
71  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 43 (expediente de prueba, folio 3040). La 
CICIG señaló que las irregularidades cometidas en muchos casos constituyeron delitos tipificados en el Código Penal 
de Guatemala; sin embargo, la falta de investigaciones por casos de trata de personas con la finalidad de adopciones 
ilegales, así como la falta de observancia del interés superior del niño, propiciaron que la situación se mantuviera 
impune durante muchos años. Actualmente el Código Penal guatemalteco contempla el tipo penal que establece la 
trata de personas con fines de adopción irregular, así como otras conductas relacionadas, como la adopción irregular y 
trámite irregular de adopción. Asimismo, la CICIG resaltó que “es importante recordar que con ocasión de la actuación 
de las redes de adopción es frecuente que se cometan además una serie de delitos, tales como lavado de activos, 
cohecho activo y pasivo, o falsedad ideológica, por mencionar algunos”. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares 
en Guatemala, págs. 20 y 22 (expediente de prueba, folios 3017 y 3019). 

72  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 43 (expediente de prueba, folio 3040), e 
Informe de la Fiscalía contra la Trata de Personas de 2 de junio de 2017 (expediente de prueba, folio 7698). 

73  Cfr. Informe de la Fiscalía contra la Trata de Personas de 2 de junio de 2017 (expediente de prueba, folio 7700). 

74  Cfr. Código de Menores. Decreto No. 78-79 de 28 de noviembre de 1979, art. 1 (expediente de prueba, folios 
3442 y 3443). 

75  Código de Menores. Decreto No. 78-79 de 28 de noviembre de 1979, art. 5 (expediente de prueba, folio 3443). 
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numeral 1; y 4. Los que por cualquier motivo se pongan en peligro de adoptar una conducta 
irregular o viciosa76.  

  

 

 

B.2 Procedimiento de adopción 

 

 

 

 

 

 
76  Código de Menores. Decreto No. 78-79 de 28 de noviembre de 1979, arts. 47 y 48 (expediente de prueba, folio 
3447). 

77  Código de Menores. Decreto No. 78-79 de 28 de noviembre de 1979, art. 49 (expediente de prueba, folio 3447). 

78  Código de Menores. Decreto No. 78-79 de 28 de noviembre de 1979, arts. 19, 42, 43 y 49 (expediente de 
prueba, folios 3444 y 3447).  

79  Constitución Política de la República de Guatemala de 1985, art. 54 (expediente de prueba, folio 3368). 

80  El proceso judicial de adopción estaba regulado por el Código Civil de 1963. Cfr. Código Civil de Guatemala, 
Decreto Ley No. 106-63 de 14 de septiembre de 1963, arts. 239 al 251 (expediente de prueba, folio  3468). 

81  Cfr. Peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte.  

82  Ley Reguladora de la Tramitación Notarial de Asuntos de Jurisdicción Voluntaria, Decreto Ley No. 54-77 de 5 de 
noviembre de 1977, art. 28 (expediente de prueba, folio 396). 

83  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 28 (expediente de prueba, folio 3025). 

84  Ley Reguladora de la Tramitación Notarial de Asuntos de Jurisdicción Voluntaria, Decreto Ley No. 54-77 de 5 de 
noviembre de 1977, art. 29 (expediente de prueba, folio 396). 
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C. Los hermanos Osmín Ricardo Tobar Ramírez y J.R. y su familia  

 

 

 
85  La Ley otorgaba esta función expresamente al Ministerio Público. Sin embargo, de conformidad con el Decreto 
Legislativo 18-93 que reformó la Constitución, en 1993 se deslindaron las funciones entre el Ministerio Público y la 
Procuraduría General de la Nación. Esta última, en virtud del nuevo artículo 252 de la Constitución Política de la 

República de Guatemala, tiene a su cargo la función de asesoría y consultoría de los órganos estatales y la 
representación del Estado ante la población. La Corte entiende que, a partir de esa fecha, correspondía a la 
Procuraduría General de la Nación el informe que el Código de Menores atribuía al Ministerio Público. Cfr. Peritaje 
rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte, y CICIG, Informe sobre adopciones 
irregulares en Guatemala, pág. 29 (expediente de prueba, folio 3026). 

86  Cfr. Ley Reguladora de la Tramitación Notarial de Asuntos de Jurisdicción Voluntaria, Decreto Ley No. 54-77 de 5 
de noviembre de 1977, art. 32 (expediente de prueba, folio 396). 

87  Peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte.  

88  Ley Reguladora de la Tramitación Notarial de Asuntos de Jurisdicción Voluntaria, Decreto Ley No. 54-77 de 5 de 
noviembre de 1977, art. 32 (expediente de prueba, folio 396). 

89  Cfr. Peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte.  

90  Ley Reguladora de la  Tramitación Notarial de Asuntos de Jurisdicción Voluntaria, Decreto Ley No. 54-77 de 5 de 
noviembre de 1977, art. 33 (expediente de prueba, folio 396). 

91  Ley Reguladora de la Tramitación Notarial de Asuntos de Jurisdicción Voluntaria, Decreto Ley No. 54-77 de 5 de 
noviembre de 1977, art. 33 (expediente de prueba, folio 396). 

92  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 29 (expediente de prueba, folio 3026). 

93  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 29 (expediente de prueba, folio 3026). 

94  Cfr. Inscripción de Nacimiento de Osmín Tobar Ramírez de 3 de julio de 1989 (expediente de prueba, folio 6). 

95  Cfr. Inscripción de Nacimiento de J.R. de 12 de enero de 1996 (expediente de prueba, folio 9). 

96  Cfr. Nota al margen de la Inscripción de Nacimiento de J.R. de 12 de enero de 1996 (expediente de prueba, folio 
9), y estudio social de Flor de María Ramírez Escobar elaborado por trabajador social del juzgado de 13 de marzo de 
2001 (expediente de pruebas, folio 4538). 
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97  Cfr. Cédula de ciudadanía de Flor de María Ramírez Escobar (expediente de prueba, folio 2177). 

98  Cfr. Copia del pasaporte de Gustavo Amílcar Tobar Fajardo (expediente de fondo, folio 1034). 

99  Cfr. Inscripción de Nacimiento de Osmín Tobar Ramírez de 3 de julio de 1989 (expediente de prueba, folio 6). 

100   Cfr. Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público de 8 de mayo de 2017 
(expediente de prueba, folio 6820), y estudio social de Flor de María Ramírez Escobar realizado por la Procuraduría 
General el 14 de marzo de 1997 (expediente de prueba, folio 4326).  

101  Cfr. Resolución del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 6 de agosto de 1997 (expediente de 
prueba, folio 4301); estudio social de Flor de María Ramírez Escobar elaborado por trabajador social del juzgado de 13 

de marzo de 2001 (expediente de pruebas, folios 4537 a 4540), y estudio social de Gustavo Tobar Fajardo elaborado 
por trabajador social del juzgado de 13 de marzo de 2001 (expediente de pruebas, folios 4541 a 4543). 

102  Cfr. Estudio social de Flor de María Ramírez Escobar elaborado por trabajador social del juzgado de 13 de marzo 
de 2001 (expediente de pruebas, folios 4537 a 4540), y estudio social de Gustavo Tobar Fajardo elaborado por 
trabajador social del juzgado de 13 de marzo de 2001 (expediente de pruebas, folios 4541 a 4543). 

103  Cfr.  Acuerdo de la Pensión alimenticia entre Flor de María Ramírez Escobar y Gustavo Amílcar Tobar Fajardo de 
31 de julio de 1997 (expediente de prueba, folios 12 y 13), y acta de comparecencia de Flor Escobar Carrera de 12 de 
marzo de 1997 (expediente de prueba, folio 4372) 

104  Cfr. Acta de comparecencia de Flor de María Ramírez Escobar al Juzgado Primero de Primera Instancia de 
Menores de 9 de enero de 1997 (expediente de prueba, folio 4390), y estudio social de Flor de María Ramírez Escobar 
realizado por la Procuraduría General el 14 de marzo de 1997 (expediente de prueba, folio 4326). 

105  Cfr. Declaración rendida por Gustavo Tobar Fajardo en la audiencia pública celebrada ante esta Corte.  

106  Cfr.  Recurso de revisión presentado el 22 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folio 4282); acta de 
comparecencia al Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 9 de enero de 1997 (expediente de prueba, 
folio 4390); informe escolar realizado en 1995 por la Escuela Oficial Rural Mixta Rosa Pardo de Lanuza sobre el 
desempeño académico de Osmín Ricardo Almícar Tobar Ramírez (expediente de prueba, folios 4334 a 4337) y diploma 
de Honor al Mérito otorgado el 31 de octubre de 1996 por la Escuela Oficial Rural Mixta Rosa Pardo de Lanuza a Osmín 
Ricardo Almícar Tobar Ramírez por haber completado su educación pre-escolar (expediente de prueba, folio 4342). 

107  Cfr. Inscripción de Nacimiento de J.R. de 12 de enero de 1996 (expediente de prueba, folio 9). 

108  Cfr. Recurso de revisión presentado el 22 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folio 4281), y acta de 
comparecencia al Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 9 de enero de 1997 (expediente de prueba, 
folio 4390).  
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C.1 Declaración de abandono de los hermanos Ramírez 

 

 

 

 

 

 
109  Declaración rendida por Gustavo Tobar Fajardo en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. La señora Flor 
de María Ramírez Escobar explicó que la relación entre Osmín y su padre no era seguida, en parte porque él trabajaba 
manejando camiones, pero que ella “lo llevaba donde la mamá de Gustavo, [que] tenía un puesto de comida en el 
mercado central y ahí, llegaba Gustavo a veces y lo miraba”. Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar 
ante fedatario público de 8 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 6812). 

110  Denuncia social de 18 de diciembre de 1996 (expediente de prueba, folio 30). 

111  Cfr. Oficio del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 8 de enero de 1997, dirigido al Jefe de 
Sección de Menores de la Procuraduría General de la Nación (expediente de prueba, folio 32).    

112  Oficio del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 8 de enero de 1997, dirigido al Jefe de Sección de 
Menores de la Procuraduría General de la Nación (expediente de prueba, folio 32).    

113  Cfr. Estudio social de Flor de María Ramírez Escobar realizado por la Procuraduría General el 14 de marzo de 
1997 (expediente de prueba, folio 4323). 

114  Informe de control de casos del Grupo de Rescate de la Sección de Menores de la Procuraduría General de la 
Nación de 9 de enero de 1997 (expediente de prueba, folio 4388). 

115  Cfr. Acta de comparecencia al Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 9 de enero de 1997 
(expediente de prueba, folios 4390 y 4391). 

116  Cfr. Acta de comparecencia al Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 9 de enero de 1997 
(expediente de prueba, folio 4390). 

117  Cfr. Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público el 8 de mayo de 2017 
(expediente de prueba, folio 6814).  
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118  Cfr. Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público de 8 de mayo de 2017 
(expediente de prueba, folios 6812 a 6814). 

119  Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público el 8 de mayo de 2017 (expediente 
de prueba, folio 6813). 

120  Cfr. Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público de 8 de mayo de 2017 

(expediente de prueba, folios 6813 y 6814). 

121  Cfr. Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público de 8 de mayo de 2017 
(expediente de prueba, folios 6813 y 6814). La Asociación Casa Alianza fue una de las organizaciones que después la 
acompañó en su petición ante la Comisión Interamericana (supra párr. 2). 

122  Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público de 8 de mayo de 2017 (expediente 
de prueba, folio 6814). 

123  Cfr. Declaración rendida por Gustavo Tobar Fajardo en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. De 
acuerdo a la señora Ramírez Escobar, no tenía una relación cercana con el padre de Osmín y cuando éste se enteró de 
que se lo habían llevado “lleg[ó] a [la] casa y me pregunt[ó], me pidió fotos y un diploma que yo le di de Osmín de 
párvulos, así fue que él se enteró”. Cfr. Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público 
de 8 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 6820). 

124  Cfr. Oficio de Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 13 de enero de 1997 (expediente de prueba, 
folio 4386). 

125  Cfr. Oficio de Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 27 de enero de 1997 (expediente de prueba, 
folio 4384). 
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126  Cfr. Oficio de Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 27 de enero de 1997 (expediente de prueba, 
folio 4384). 

127  Cfr. Estudio de la trabajadora social de la Asociación Los Niños de Guatemala de 3 de febrero de 1997 
(expediente de prueba, folio 4379).  

128  Estudio de la trabajadora social de la Asociación Los Niños de Guatemala de 3 de febrero de 1997 (expediente de 
prueba, folio 4379).  

129  Cfr. Estudio de la trabajadora social de la Asociación Los Niños de Guatemala de 3 de febrero de 1997 
(expediente de prueba, folios 4380 y 4381).  

130  Estudio de la trabajadora social de la Asociación Los Niños de Guatemala de 3 de febrero de 1997 (expediente de 
prueba, folios 4380 y 4381).  

131  Estudio de la trabajadora social de la Asociación Los Niños de Guatemala de 3 de febrero de 1997 (expediente de 
prueba, folios 4381 y 4382).  

132  Cfr. Estudio de la trabajadora social de la Asociación Los Niños de Guatemala de 3 de febrero de 1997 
(expediente de prueba, folio 4382).  

133  Estudio de la trabajadora social de la Asociación Los Niños de Guatemala de 3 de febrero de 1997 (expediente de 
prueba, folios 4382 y 4383).  
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134  Cfr. Oficio de Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 5 de febrero de 1997 (expediente de prueba, 
folio 4376). 

135  Cfr. Oficio de Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 21 de febrero de 1997 (expediente de prueba, 
folio 4375). 

136  Cfr. Estudio social de Flor de María Ramírez Escobar realizado por la Procuraduría General el 14 de marzo de 
1997 (expediente de prueba, folios 4323 y 4324). 

137  Estudio social de Flor de María Ramírez Escobar realizado por la Procuraduría General el 14 de marzo de 1997 
(expediente de prueba, folio 4325). 

138  Estudio social de Flor de María Ramírez Escobar realizado por la Procuraduría General el 14 de marzo de 1997 
(expediente de prueba, folio 4326). 

139  Estudio social de Flor de María Ramírez Escobar realizado por la Procuraduría General el 14 de marzo de 1997 
(expediente de prueba, folio 4326). 

140  Cfr. Acta de comparecencia de Flor Escobar Carrera de 12 de marzo de 1997 (expediente de prueba, folios 4372 
y 4373).  

141  Cfr. Acta de comparecencia de Flor Escobar Carrera de 12 de marzo de 1997 (expediente de prueba, folios 4372).  

142  Cfr. Oficio de Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 12 de marzo de 1997 (expediente de prueba, 

folio 4371). 

143  Estudio social de Flor Escobar Carrera realizado por la Procuraduría General de la Nación de 7 de mayo de 1997 
(expediente de prueba, folio 50).                              



- 35 - 
 

 

 

 

 

 
144  Acta de comparecencia de Yesenia Escobar Carrera y Maritza Echeverría Carrera de 17 de marzo de 1997 
(expediente de prueba, folios 4355 y 4356). Véase también, Constancia de Bautismo de Osmín Robar Ramírez de 30 
de julio de 1995 expedida el 18 de marzo de 1997 (expediente de prueba, folio 4368), y constancia de Bautismo de 
J.R. de 18 de febrero de 1996 expedida el 18 de marzo de 1997 (expediente de prueba, folio 4367). 

145  Cfr. Oficio del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de Guatemala dirigido a directora del hogar 
Asociación Los Niños de Guatemala, de 22 de abril de 1997 (expediente de prueba, folio 4344). 

146  Estudio social elaborado por la trabajadora social de la Asociación Los Niños de 4 de mayo de 1997 (expediente 
de prueba, folio 4316). 

147  Estudio social elaborado por la trabajadora social de la Asociación Los Niños de 4 de mayo de 1997 (expediente 
de prueba, folio 4317). 

148  Estudio social elaborado por la trabajadora social de la Asociación Los Niños de 4 de mayo de 1997 (expediente 
de prueba, folio 4317). 

149  Cfr. Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público el 8 de mayo de 2017 
(expediente de prueba, folio 6814). 

150  Cfr. Informe de antecedentes policíacos de 13 de mayo de 1997 (expediente de prueba, folio 106).  

151  Cfr. Informe de antecedentes policíacos de 13 de mayo de 1997 (expediente de prueba, folio 106). 

152  Cfr. Informe Psicológico de la Unidad de Psicología del Organismo Judicial de 21 de julio de 1997 (expediente de 
prueba, folios 7960). 
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153  Las características de la personalidad que refieren en el informe son las siguientes: “La señora Ramírez presenta 
un perfil de personalidad caracterizado por inmadurez emocional, con dificultad de poder establecer relación con el 
medio sobre todo en el plano afectivo; se caracteriza por su hiperactividad aunque sin un fin específico. Su nivel de 
depresión es elevado”. Informe Psicológico de la Unidad de Psicología del Organismo Judicial de 21 de julio de 1997 
(expediente de prueba, folios 7961). 

154  Informe Psicológico de la Unidad de Psicología del Organismo Judicial de 21 de julio de 1997 (expediente de 
prueba, folios 7962). 

155  Informe Psicológico de la Unidad de Psicología del Organismo Judicial de 21 de julio de 1997 (expediente de 
prueba, folios 7961). 

156  Informe Psicológico de la Unidad de Psicología del Organismo Judicial de 21 de julio de 1997 (expediente de 
prueba, folios 7960). 

157  Cfr. Extracto de la declaración de la señora Ramírez Escobar, incluido en el Informe de la Policía Nacional Civil, 
Servicio de Investigación Criminal, Sección de Menores y Desaparecidos, de 4 de junio de 2001 (expediente de 
prueba, folio 4533). 

158  Cfr. Memorial de la Procuraduría de la Nación de 28 de julio de 1997 presentado el 29 de julio de 1997 
(expediente de prueba, folios 4306 y 4307). 

159  Memorial de la Procuraduría General de la Nación presentado el 29 de julio de 1997 (expediente de prueba, folio 
4306).  

160  Resolución del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 6 de agosto de 1997 (expediente de prueba, 
folio 4304). 

161  Cfr. Resolución del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 6 de agosto de 1997 (expediente de 
prueba, folio 4304). 
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C.2 Recurso de revisión en contra de la declaración de abandono  

 

 

 

 

 
162  Cfr. Recurso de revisión presentado el 22 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folios 4279 a 4291). 

163  Cfr. Recurso de revisión presentado el 22 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folio 4284). 

164  Cfr. Recurso de revisión presentado el 22 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folio 4280). 

165  Cfr. Recurso de revisión presentado el 22 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folio 4281). 

166  Recurso de revisión presentado el 22 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folio 4281). 

167  Cfr. Recurso de revisión presentado el 22 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folio 4285). 

168  Recurso de revisión presentado el 22 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folios 4282 y 4287). 

169  Cfr. Recurso de revisión presentado el 22 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folio 4290). 

170  Cfr. Auto del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 25 de agosto de 1997 (expediente de prueba, 
folio 4278).       

171  Cfr. Memorial de la Procuraduría General de la Nación de 12 de septiembre de 1997 (expediente de prueba, folio 
4275). 

172  Cfr. Resolución del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 23 de septiembre de 1997 (expediente 
de prueba, folio 4272).  

173  Resolución del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 23 de septiembre de 1997 (expediente de 
prueba, folio 4271). 

174  El 26 de septiembre de 1997, la señora Ramírez Escobar presentó un escrito señalando que no había sido 
notificada de las resoluciones del juzgado de 25 de agosto y 23 de septiembre de 1997. Además, alegó que el trámite 
del recurso de revisión no debía tramitarse por la vía incidental, sino que tenía que ser resuelto de manera inmediata 
por el Juez. Cfr. Recurso de reposición de 26 de septiembre de 1997 (expediente de prueba, folios 83 a 87).   
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175  Resolución del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 30 de septiembre de 1997 (expediente de 
prueba, folios 4261 y 4262). 

176  Cfr. Resolución del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 30 de septiembre de 1997 (expediente 
de prueba, folios 4261 y 4262). 

177  Cfr. Memorial de la señora Ramírez Escobar de 2 de octubre de 1997 (expediente de prueba, folios 4254 y 4255). 

178  Cfr. Resolución del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 6 de octubre de 1997 (expediente de 
prueba, folio 4243). 

179  Cfr. Auto de la Magistratura Coordinadora de la Jurisdicción de Menores del Municipio y Departamento de 
Guatemala de 17 de octubre de 1997 (expediente de prueba, folio 4237 y 4238). El 29 de octubre el Juez Tercero de 
Primera Instancia de Menores se excusó de conocer la causa por ser amigo del abogado de la señora Ramírez Escobar. 
Sin embargo, esta no fue aceptada por la magistratura. Cfr. Auto del Juzgado Tercero de Primera Instancia de 
Menores de 29 de octubre de 1997 (expediente de prueba, folio 4234 y 4235), y auto de la Magistratura Coordinadora 
de la Jurisdicción de Menores del Municipio y Departamento de Guatemala de 20 de noviembre de 1997 (expediente 
de prueba, folio 4223 y 4224). 

180  Cfr. Memorial de la señora Ramírez Escobar de 2 de octubre de 1997 (expediente de prueba, folio 4245). 

181  Cfr. Memorial de la señora Ramírez Escobar de 2 de octubre de 1997 (expediente de prueba, folios 4245 y 4246). 

182  Auto de 6 de octubre de 1997 del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de la Ciudad de Guatemala, 
notificado el 7 de octubre de 1997 (expediente de prueba, folios 4239 a 4244). 

183  Memorial de la señora Ramírez Escobar de 2 de octubre de 1997 (expediente de prueba, folio 4700). 

184  Cfr. Memorial de la señora Ramírez Escobar de 2 de octubre de 1997 (expediente de prueba, folios 150 y 151). 

185  Memorial de la Procuraduría General de la Nación de 3 de octubre de 1997 (expediente de prueba, folio 4253). 

186  Memorial de la Procuraduría General de la Nación de 3 de octubre de 1997 (expediente de prueba, folio 4251). 
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187  Memorial de la Procuraduría General de la Nación de 3 de octubre de 1997 (expediente de prueba, folios 4251 y 
4252). 

188  Resolución del Juzgado Tercero de Primera Instancia de Menores de 6 de enero de 1998 (expediente de prueba, 
folios 4218 y 4219). 

189  Cfr. Resolución del Juzgado Tercero de Primera Instancia de Menores de 3 de marzo de 1998 (expediente de 
prueba, folio 4214). 

190  Cfr. Auto de la Magistratura Coordinadora de la Jurisdicción de Menores de 9 de marzo de 1997 (expediente de 
prueba, folio 4212). 

191  Cfr. Resolución del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 23 de marzo de 1998 (expediente de 
prueba, folio 4205). 

192  Cfr. Resolución del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 4 de abril de 1998 (expediente de 
prueba, folio 4204). 

193  Escrito de la señora Ramírez Escobar de 19 de marzo de 1998 (expediente de prueba, folios 4208 y 4210). 

194  Cfr. Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Jutiapa, resolución de 20 de junio de 2000 
(expediente de prueba, folios 4750). 

195   Cfr. Resolución del Juzgado Segundo de Primera Instancia de Menores de 4 de mayo de 1998 (expediente de 
prueba, folio 4203). 

196  Cfr. Escrito de la señora Ramírez Escobar de 11 de junio de 1998 (expediente de prueba, folio 4202). 
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197   De acuerdo a la jueza, la Presidenta de la Asociación Los Niños y la Asesora Jurídica dañaron su honor “al haber 
presentado la primera ante la Supervisión General de Tribunales, una queja totalmente infundada que contiene frases 
injuriosas e irrespetuosas [… y la segunda por haber publicado en la prensa dos notas] cuyo contenido es ofensivo y 
mediante las cuales se duda de la imparcialidad de la Juzgadora”, en relación a otro caso relativo al proceso de una 
niña declarada en estado de abandono. Cfr. Resolución del Juzgado Segundo de Primera Instancia de Menores de 17 
junio de 1998 (expediente de prueba, folios 4197 y 4198), y cartas dirigidas al Supervisor General de Tribunales de 26 
y 27 de mayo de 1998 y notas de prensa relacionadas (expediente de prueba, folios 4189 a 4196). 

198  Cfr. Auto de la Magistratura Coordinadora de la Jurisdicción de Menores de 7 de julio de 1998 (expediente de 
prueba, folios 4184 y 4185). 

199   Cfr. Resolución del Juzgado Cuarto de Primera Instancia de Menores de 8 julio de 1998 (expediente de prueba, 
folios 4180 y 4181). En la denuncia y en el acta que la acompaña, se indica que el 15 de mayo de 1998 la asesora de 
la Asociación Los Niños “se exaltó de manera sumamente violenta al grado de haber amenazado al Oficial Primero y a 
[la Jueza]”, insistiendo en que “se accediera a sus peticiones de manera inmediata”. Además, se dejó constancia que 
la asesora de la Asociación Los Niños se quejó por el ritmo de trabajo del juzgado y “argument[ó] que la institución 
que representa ya no tiene el dinero necesario para el sostenimiento de los niños internos, a lo que se le sugiere que 
se trasladarán a otro hogar, pero rechaza la sugerencia. También exigió que se le dijera que si en este Juzgado no se 
van a dictar ‘abandonos’” (expediente de prueba, folios 4171 a 4179). 

200  Cfr. Auto de la Magistratura Coordinadora de la Jurisdicción de Menores de 3 de agosto de 1998 (expediente de 
prueba, folios 4160 y 4161). 

201  Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores de Mixco de 10 de septiembre de 1998 (expediente 
de prueba, folios 4146 y 4147). En la excusa del juez y el acta que la acompaña consta que la asesora de la Asociación 
Los Niños se molestó “exaltó, alzó la voz y trató al infrascrito de negligente e intransigente”, le preguntó “si existía 
una orden para no dictar abandonos y cuál era la política de es[e] Tribunal, porque ella no se explicaba como en tanto 
tiempo no [se] habían dictado abandonos, así como que entendiera[n] los Jueces, que la única manera de sostener los 
hogares era a través de las adopciones” (expediente de prueba, folios 4147, 4150 y 4151). 

202  Cfr. Auto de la Magistratura Coordinadora de la Jurisdicción de Menores de 1 de octubre de 1998 (expediente de 
prueba, folio 4139). 

203  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores de Escuintla de 11 de diciembre de 1998 (expediente de 
prueba, folio 4129). 

204  Cfr. Informe de la Presidenta de la Asociación Los Niños de 31 de diciembre de 1998 (expediente de prueba, folio 
4639).  
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205  Cfr. Informe de la Procuraduría General de la Nación de 8 de mayo de 1998 (expediente de prueba, folios 4502 a 
4503) y escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de J.R. (expediente de prueba, folio 115). 

206  Cfr. Dictamen de la Procuraduría General de la Nación del 11 de mayo de 1998 (expediente de prueba, folios 
4505 a 4507); auto del Juzgado de Primera Instancia y Familia del Departamento de Sacatepéquez de 26 de mayo de 
1998 respecto de Osmín Tobar Ramírez (expediente de prueba, folios 6576 a 6579); declaración de Osmín Tobar 
Ramírez en la audiencia pública celebrada ante esta Corte, y escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de 
Osmín Tobar Ramírez (expediente de prueba, folio 123). 

207  Cfr. Escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de Osmín Tobar Ramírez (expediente de prueba, folios 
123 a 128), y escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de J.R. (expediente de prueba, folios 115 y 119). 

208  Cfr. Dictamen de la Procuraduría General de la Nación del 11 de mayo de 1998 respecto de Osmín Tobar Ramírez 
(expediente de prueba, folios 4505 a 4507); dictamen de la Procuraduría General de 8 de mayo de 1998 respecto de 
J.R. (expediente de prueba, folios 4502 a 4503), e informe rendido por un Agente Auxiliar de la Sección de Menores de 

la Procuraduría de 5 de mayo de 1998 (expediente de prueba, folios 4508 y 4509). 

209  Cfr. Dictamen de la Procuraduría General de la Nación de 8 de mayo de 1998 (expediente de prueba, folios 4502 
a 4503), e Informe del Agente Auxiliar de la Sección de Menores de la Procuraduría de 5 de mayo de 1998 (expediente 
de prueba, folios 4508 y 4509), e informe de la Procuraduría General de 11 de mayo de 1998 (expediente de prueba, 
folios 4505 a 4507). Ambos informes se basan en un informe rendido por un Agente Auxiliar de la Sección de Menores 
de la Procuraduría de 5 de mayo de 1998, en el cual se indica que: “A la presente fecha se encuentra pendiente de 
resolver como corresponda un incidente promovido por la señora Juez que dictó el auto de abandono; así mismo que 
por tener conocimiento del presente caso la Supervisión de Tribunales […], también está pendiente el pronunciamiento 
de dicha dependencia”, por lo cual “e[ra] aconsejable [que] no se entr[e] a conocer [de la adopción] en tanto la vía 
judicial no se haya agotado”. Informe rendido por un Agente Auxiliar de la Sección de Menores de la Procuraduría de 5 
de mayo de 1998 (expediente de prueba, folios 4508 y 4509). 

210  Cfr. Escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de Osmín Tobar Ramírez (expediente de prueba, folio 
125); y escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de J.R. (expediente de prueba, folio 117). 

211  Cfr. Auto del Juzgado de Primera Instancia y Familia del Departamento de Sacatepéquez de 26 de mayo de 1998 
respecto de Osmín Tobar Ramírez (expediente de prueba, folios 6576 a 6579).  Se le solicitó al Estado la decisión 
judicial respecto de la adopción de J.R. como prueba para mejor resolver, pero Guatemala no la aportó, por lo que la 
Corte no cuenta con la resolución judicial mediante la cual se autorizó la adopción de J.R..  

212  Auto del Juzgado de Primera Instancia y Familia del Departamento de Sacatepéquez de 26 de mayo de 1998 
(expediente de prueba, folios 6576 y 6577).   

213  Al respecto, el juzgado indicó que “existe en el expediente una certificación en la que se indica que no existe 
recurso ni notificación pendientes, por lo que debe tenerse esto por cierto, que es parte de la característica de certeza 
jurídica que debe tener todo trámite judicial, y es responsabilidad de los funcionarios y empleados que extendieron 
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C.4 Recursos interpuestos luego de la adopción de los niños Ramírez 

 

 

 
[D]entro de dicho expediente jamás se [l]e dio intervención […] como padre [de Osmín] y, los 

jueces han tenido que excusarse porque la propietaria del negocio de venta de niños es la 
esposa de uno de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, […] quien, en estos últimos 
tiempos ha visto florecer su negocio gracias a la remisión de niños que le hicieran algunos 
tribunales219. 

 

 

 

 
dicha certificación, su contenido, y en todo caso, dicho dictamen o informe, no hace alusión a qu[é] incidente se 
refiere”. Además, respecto al dictamen pendiente de la Supervisión General de Tribunales, indicó que se trataba de 

“un trámite de carácter administrativo y sobre todo que perjudicaría en todo caso al funcionario y no al trámite del 
expediente en sí, el cual puede ser modificado única y exclusivamente por actuaciones judiciales y no administrativas”. 
Auto del Juzgado de Primera Instancia y Familia del Departamento de Sacatepéquez de 26 de mayo de 1998 
(expediente de prueba, folios 6577 y 6578).   

214  Auto del Juzgado de Primera Instancia y Familia del Departamento de Sacatepéquez de 26 de mayo de 1998 
(expediente de prueba, folios 6577 y 6578). Como se mencionó previamente, se le solicitó al Estado la decisión 
judicial respecto de la adopción de J.R. como prueba para mejor resolver, pero no fue aportada (supra nota 211). 

215  Escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de Osmín Tobar Ramírez (expediente de prueba, folios 123 
a 128), y escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de J.R. (expediente de prueba, folios 115 a 120). A 
pesar de habérseles solicitado al Estado como prueba para mejor resolver, los informes que habrían sido emitidos por 
la trabajadora social adscrita a Juzgado de Primera Instancia de Sacatepéquez y que son mencionados en las 
escrituras de adopción, no fueron aportados al expediente.  

216  Cfr. Anotaciones marginales de la inscripción de nacimiento, Acta No. 4519 del Libro del Registro Civil de la 
Municipalidad de Guatemala (expediente de prueba, folio 142). 

217  Cfr. Anotaciones marginales de la inscripción de nacimiento, Acta No. 284 del Libro del Registro Civil de la 
Municipalidad de Guatemala (expediente de prueba, folio 145). 

218  Cfr. Informe de la Presidenta de la Asociación Los Niños de 31 de diciembre de 1998 (expediente de prueba, folio 
4639). 

219  Escrito de Gustavo Tobar Fajardo de 17 de diciembre de 1998 (expediente de prueba, folios 4126 y 4127). 

220  Cfr. Escrito de Gustavo Tobar Fajardo de 17 de diciembre de 1998 (expediente de prueba, folios 4126 y 4127). 

221  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Escuintla de 17 de diciembre 1998 
(expediente de prueba, folio 4121). 
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222  Cfr. Recurso de amparo interpuesto por Gustavo Tobar Fajardo el 2 de febrero de 1999 (expediente de prueba, 
folios 182 a 197). 

223  Recurso de amparo interpuesto por Gustavo Tobar Fajardo el 2 de febrero de 1999 (expediente de prueba, folio 
184). 

224  Recurso de amparo interpuesto por Gustavo Tobar Fajardo el 2 de febrero de 1999 (expediente de prueba, folio 
185). 

225  Cfr. Recurso de amparo interpuesto por Gustavo Tobar Fajardo el 2 de febrero de 1999 (expediente de prueba, 
folio 186). 

226  Cfr. Recurso de amparo interpuesto por Gustavo Tobar Fajardo el 2 de febrero de 1999 (expediente de prueba, 
folios 192 y 193). 

227  Cfr. Resolución de la Sala 12ª de la Corte de Apelaciones de 16 de febrero de 1999 (expediente de prueba, folio 
4734).   

228  Cfr. Resolución de la Sala 12ª de la Corte de Apelaciones de 5 de mayo de 1999 (expediente de prueba, folios 
211 a 212).     

229  Resolución de la Sala 12ª de la Corte de Apelaciones de 5 de mayo de 1999 (expediente de prueba, folios 210 y 
211).    

230  Resolución de la Sala 12ª de la Corte de Apelaciones de 5 de mayo de 1999 (expediente de prueba, folio 211). 

231  Cfr. Resolución de la Sala 12ª de la Corte de Apelaciones de 5 de mayo de 1999 (expediente de prueba, folios 
211 y 212).    

232  Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores de Escuintla de 24 de junio de 1999 (expediente de 
prueba, folios 4089 y 4090). 
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233  Cfr. Auto de la Magistratura Coordinadora de la Jurisdicción de Menores de 26 de julio de 1999 (expediente de 
prueba, folio 4698). 

234  Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Jutiapa de 3 de agosto de 
1999 (expediente de prueba, folio 4695). 

235  Cfr. Escrito del señor Tobar Fajardo de 19 de agosto de 1999 (expediente de prueba, folios 4691 a 4693), y 
escrito de la señora Ramírez Escobar de 19 de agosto de 1999 (expediente de prueba, folios 4688 y 4689). 

236  Acta de audiencia de 24 de septiembre de 1999 (expediente de prueba, folios 4664 y 4665). 

237  Cfr. Auto de 24 de septiembre de 1999 (expediente de prueba, folio 4662). 

238  Cfr. Auto de 3 de febrero de 2000 (expediente de prueba, folio 4656). 

239  Cfr. Informe No. 51-2000 de la Procuraduría General de la Nación de 20 de marzo de 2000 (expediente de 
prueba, folio 4640), e informe de la Presidenta de la Asociación Los Niños de 31 de diciembre de 1998 (expediente de 
prueba, folios 4638 y 4639). 

240  Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Jutiapa de 21 de marzo de 
2000 (expediente de prueba, folio 229). 

241  Cfr. Nota a la inscripción de nacimiento de J.R. (expediente de prueba, folio 4630); Nota a la inscripción de 
nacimiento de Osmín Tobar Ramírez (expediente de prueba, folio 4627), y resolución del Juzgado de Primera Instancia 
de Menores del Departamento de Jutiapa de 18 de mayo de 2000 (expediente de prueba, folio 4625). 

242  Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Jutiapa de 20 de junio de 
2000 (expediente de prueba, folio 4751).   
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243  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Jutiapa de 20 de junio de 2000 
(expediente de prueba, folio 4745).   

244  Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Jutiapa de 20 de junio de 
2000 (expediente de prueba, folio 4745).   

245  Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Jutiapa de 20 de junio de 
2000 (expediente de prueba, folios 4746 a 4749).   

246  Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Jutiapa de 20 de junio de 
2000 (expediente de prueba, folio 4750).   

247  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Jutiapa de 10 de julio de 2000 
(expediente de prueba, folios 4623 y 4624). 

248  Cfr. Escrito de la señora Ramírez Escobar y el señor Tobar Fajardo de 29 de agosto de 2000 (expediente de 
prueba, folio 4616). 

249  Escrito de la señora Ramírez Escobar y el señor Tobar Fajardo de 29 de agosto de 2000 (expediente de prueba, 
folios 4616 y 4617). 

250  Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Jutiapa de 29 de agosto de 
2000 (expediente de prueba, folio 4611). 

251  Escrito de la señora Ramírez Escobar y el señor Tobar Fajardo de 6 de noviembre de 2000 (expediente de 
prueba, folios 4591 a 4595). 

252  Cfr. Auto de la Magistratura Coordinadora de la Jurisdicción de Menores del Municipio y Departamento de 
Guatemala de 13 de octubre de 2000 (expediente de prueba, folios 4603 y 4604). 

253  Escrito de la señora Ramírez Escobar y el señor Tobar Fajardo de 6 de noviembre de 2000 (expediente de 
prueba, folios 4591 a 4596). 
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254  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Chimaltenango de 7 de noviembre 
de 2000 (expediente de prueba, folio 4589). 

255  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Chimaltenango de 7 de noviembre 
de 2000 (expediente de prueba, folio 4588). 

256  Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Chimaltenango de 7 de 
noviembre de 2000 (expediente de prueba, folios 4589 y 4590). 

257  Cfr. Declaración de la señora Ramírez Escobar de 28 de noviembre de 2000 (expediente de prueba, folios 4569 a 
4571). 

258   Cfr. Declaración del señor Tobar Fajardo de 6 de diciembre de 2000 (expediente de prueba, folios 4560 a 4563). 

259  Cfr. Informe psicológico sobre Gustavo Tobar Fajardo de 9 de enero de 2001 (expediente de prueba, folio 4552), 
e informe psicológico de Flor de María Ramírez Escobar de 9 de enero de 2001 (expediente de prueba, folio 4551). 

260  Cfr. Estudio social de Flor de María Ramírez Escobar elaborado por el trabajador social del juzgado de 13 de 
marzo de 2001 (expediente de pruebas, folios 4537 a 4540), y estudio social de Gustavo Tobar Fajardo elaborado por 
el trabajador social del juzgado de 7 de marzo de 2001 (expediente de pruebas, folios 4541 a 4543). 

261  El informe psicológico sobre la señora Ramírez Escobar concluye que: “La señora Ramírez tiene problemas 
emocionales derivados de experiencias traumáticas y de un inadecuado cuidado paterno en la infancia […] los cuales, 
sin embargo, y aprovechando el amor que tiene por sus hijos, pueden ser tratados y superados mediante psicoterapia, 
dado que no muestra signos de resistencia hacia la misma”. Informe psicológico de Flor de María Ramírez Escobar de 9 

de enero de 2001 (expediente de prueba, folio 4551). El informe psicológico sobre el señor Tobar Fajardo concluye 
que: “El señor Tobar sufre de algunos problemas emocionales […] reactivos a la pérdida de su hijo, los cuales sólo 
requerirían de una terapia de apoyo breve, puesto que el soporte emocional que le brinda su conviviente lo mantiene 
bastante estable, emocionalmente hablando. Asimismo, es de esperar de que cuando el señor tenga de nuevo a su 
hijo, y al hermano de éste, si ese fuera el caso, dichos problemas emocionales quedarán superados totalmente”. 
Informe psicológico sobre Gustavo Tobar Fajardo de 9 de enero de 2001 (expediente de prueba, folio 4552). 

262  Respecto a Flor de María Ramírez Escobar, el informe social concluye que: “La señora Flor de María [Ramírez] 
Escobar […], siempre ha mostrado gran interés en recuperar a sus hijos, es con[s]ciente que el padre del niño más 
grande también desea recuperar al mismo[,] situación en la que está completamente de acuerdo. Sus condiciones 
económicas y de vivienda no podrían considerarse como limitante para poder tener acceso a uno o ambos hijos, pues 
lo que más interesa es la constancia y el interés de la persona por recuperar a sus hijos, además no se encontraron 
inconvenientes de índole social que pudieran poner en riesgo a los niños en caso [que] le sean entregados, por lo que 
se considera conveniente tomar en cuenta la solicitud planteada por la madre de los menores, dejándose siempre a 
discre[c]ión de la señora Juez para lo que tenga a bien resolver”. Estudio social de Flor de María Ramírez Escobar 
elaborado por el trabajador social del juzgado de 13 de marzo de 2001 (expediente de pruebas, folios 4539 y 4540). 
Respecto a Gustavo Tobar Fajardo, el informe social concluyó que: “El señor Gustavo Amílcar Tobar Fajardo muestra 
gran interés en recuperar a su menor hijo Osmín Ricardo Amílcar Tobar Ramírez y al hermanito de éste debido a la 
buena relación que se mostraba en[tre] ambos cuando aún se encontraban en poder de la madre, para ello dice contar 
con el apoyo de su conviviente actual quien se encuentra de acuerdo en responsabilizarse de dichos menores y 
brindarles cuidados como hijos propios, tomando en cuenta que no existen inconvenientes sociales que no permitan o 
limiten el derecho de los menores de permanecer junto a sus padres, se considera conveniente tomar en cuenta la 
solicitud planteada por la persona cuestión de estudio, sin embargo se deja a discre[c]ión de la señora Juez, lo que 
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[E]s necesario que los [niños] tengan conocimiento de que sus padres biológicos manifiestan 
su deseo de recuperarlos si es procedente toda vez que existe oposición de éstos de 
habérseles dado en adopción sin su consentimiento, encontrándose actualmente pendiente 

de resolver Recurso de Revisión interpuesto por los referidos señores dentro del expediente 
de mérito, aduciéndose anomalías en el trámite del expediente relacionado, que dio como 
resultado la adopción de los menores mencionados269.   

 

 

 

 
tenga a bien resolver”. Estudio social de Gustavo Tobar Fajardo elaborado por el trabajador social del juzgado de 7 de 
marzo de 2001 (expediente de pruebas, folio 4543). 

263  Cfr. Informe del Servicio de Investigación Criminal de la Policía Nacional Civil de 4 de junio de 2001 (expediente 
de prueba, folio 4532 a 4534). 

264  Cfr. Acta de celebración de audiencia de 30 de agosto de 2001 del Juzgado de Primera Instancia de Menores del 
Departamento de Chimaltenango (expediente de prueba, folios 4483 a 4485). 

265  Acta de celebración de audiencia de 30 de agosto de 2001 del Juzgado de Primera Instancia de Menores del 
Departamento de Chimaltenango (expediente de prueba, folio 4483). 

266  Acta de celebración de audiencia de 30 de agosto de 2001 del Juzgado de Primera Instancia de Menores del 
Departamento de Chimaltenango (expediente de prueba, folios 4483 y 4484). 

267  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Chimaltenango de 31 de agosto de 
2001 (expediente de prueba, folio 4472). 

268  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Chimaltenango de 31 de agosto de 
2001 (expediente de prueba, folios 4472 y 4473). 

269  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Chimaltenango de 31 de agosto de 
2001 (expediente de prueba, folio 4473). 

270  Cfr. Boleta de notificación recibida por la Corte Suprema de Justicia el 16 de octubre de 2001 (expediente de 
prueba, folio 4459 y 4460). 

271  El Juzgado indicó que se desconocían las causas por las cuales no comparecieron Osmín Tobar Ramírez, J.R. y 
sus padres adoptivos a la audiencia. Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento 
de Chimaltenango de 15 de noviembre de 2001 (expediente de prueba, folio 4458). 



- 48 - 
 

 

 

 

 

D. Presuntas amenazas, agresiones y persecución contra Gustavo Tobar Fajardo 

 

 

 

 
272  Oficio del Ministerio de Relaciones Exteriores a la Corte Suprema de Justicia recibido el 6 de diciembre de 2001 
(expediente de prueba, folio 4454). 

273  Cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Chimaltenango de 19 de 
diciembre de 2001 (expediente de prueba, folio 4447). 

274  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Chimaltenango de 20 de junio de 
2002 (expediente de prueba, folio 4439). 

275  Escrito del señor Gustavo Tobar Fajardo recibido el 2 de agosto de 2002 (expediente de prueba, folio 4429). 

276  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores del Departamento de Chimaltenango de 20 de agosto de 
2002 (expediente de prueba, folio 4428). 

277  Resolución del Juzgado de Primera Instancia de la Niñez y la Adolescencia y de Adolescentes en Conflicto con la 
Ley Penal del Departamento de Chimaltenango de 19 de septiembre de 2002 (expediente de prueba, folio 4419). 

278  Cfr. Declaración rendida por Gustavo Tobar Fajardo en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

279  Denuncia interpuesta por el señor Tobar Fajardo el 1 de abril de 2009 (expediente de prueba, folio 4755), y 
declaración rendida por Gustavo Tobar Fajardo en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 
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E. Situación actual de la familia Ramírez 

 

 

 
280  Cfr. Denuncia interpuesta por Gustavo Tobar Fajardo el 1 de abril de 2009 ante la Procuraduría de los Derechos 
Humanos (expediente de prueba, folio 4755). 

281  Cfr. Denuncia interpuesta por Gustavo Tobar Fajardo el 1 de abril de 2009 ante la Procuraduría de los Derechos 
Humanos (expediente de prueba, folio 4756). 

282  Cfr. Denuncia interpuesta por Gustavo Tobar Fajardo el 1 de abril de 2009 ante la Procuraduría de los Derechos 
Humanos (expediente de prueba, folios 4754 a  4757). 

283  Denuncia interpuesta por Gustavo Tobar Fajardo el 1 de abril de 2009 ante la Procuraduría de los Derechos 
Humanos (expediente de prueba, folio 4756). 

284  Cfr. Oficio remitido por la Procuraduría de los Derechos Humanos a la Policía Nacional Civil el 23 de abril de 2009 
(expediente de prueba, folio 4758). 

285  Cfr. Declaración rendida por Gustavo Tobar Fajardo en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

286    Cfr. Peritaje psicológico practicado por Zoila Esperanza Ajuchan Chis a Gustavo Tobar Fajardo, rendido ante 
fedatario público el 9 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7082). 

287    Osmín figura en su pasaporte estadounidense como Ricardo William Borz y en su certificado de nacimiento 
emitido por el Registro Nacional de las Personas (RENAP) de Guatemala como Osmín Ricardo Borz Richards. Cfr. 
Pasaporte y certificado de nacimiento (expediente de prueba, folios 4767 a 4769). Osmín Tobar Ramírez declaró en la 
audiencia que, “cuando tenía 12 años, [un periodista le fue] a hacer una entrevista porque [sus] padres recibieron 
varias llamadas que les dijeron que habían robado a Rico, y eso salió y [el periodista fue] y eso [le] dio […] las ganas 
de luchar y de buscar a [su] familia de nuevo”. Declaración rendida por Osmín Tobar Ramírez en la audiencia pública 
celebrada ante esta Corte.  
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VIII 

FONDO 

 

 

 

 

 
288  Escrito del señor Gustavo Tobar de 2 de agosto de 2002 (expediente de prueba, folio 4430), y cfr. declaración 
rendida por Gustavo Tobar Fajardo en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

289  Cfr. Declaración rendida por Gustavo Tobar Fajardo en la audiencia pública celebrada ante esta Corte y 
declaración rendida por Osmín Tobar Ramírez en la audiencia pública celebrada ante esta Corte.  

290  Cfr. Declaración rendida por Gustavo Tobar Fajardo en la audiencia pública celebrada ante esta Corte, y 
declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público de 8 de mayo de 2017 (expediente de 
prueba, folio 6817). 

291  Cfr. Video testimonial titulado “Guatemala: Osmin Ricardo Tobar Ramirez (Rico Borz) returns to his family” 
publicado el 15 de mayo de 2012 (expediente de prueba, carpeta de material audiovisual). También disponible en: 
https://www.youtube.com/watch?v=IEkmpGNGyz0 y peritaje psicológico practicado por Zoila Esperanza Ajuchan Chis 
a Gustavo Tobar Fajardo, rendido ante fedatario público el 9 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7082). 

292   Cfr. Declaración rendida por Osmín Tobar Ramírez en la audiencia pública celebrada ante esta Corte.  

293  Cfr. Peritaje psicológico practicado por Zoila Esperanza Ajuchan Chis a Gustavo Tobar Fajardo, rendido ante 
fedatario público el 9 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7085). 

294  Adicionalmente, de acuerdo a Osmín Tobar Ramírez, en 2010 habría contactado a la madre adoptiva de J.R., 
quien le manifestó que no deseaban que J.R. tuviera comunicación con su familia biológica.  

https://www.youtube.com/watch?v=IEkmpGNGyz0


- 51 - 
 

VIII-1 

DERECHO A LA VIDA FAMILIAR295 Y A LA PROTECCIÓN DE LA FAMILIA296, DERECHOS 

DEL NIÑO297, GARANTÍAS JUDICIALES298 Y PROTECCIÓN JUDICIAL299, EN RELACIÓN 

CON LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS SIN 

DISCRIMINACIÓN300 Y EL DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO 

INTERNO301 

 

 

 

 

 
295  El artículo 11.2 de la Convención establece que: “Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en 
su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o 
reputación”. 

296  El artículo 17.1 de la Convención establece que: “La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad 

y debe ser protegida por la sociedad y el Estado”. 

297  El artículo 19 de la Convención establece que: “Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su 
condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”. 

298 El artículo 8.1 de la Convención establece que: “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías 
y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación 
de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. 

299  El artículo 25.1 de la Convención establece que: “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea 
cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales”. 

300  El artículo 1.1 de la Convención establece que: “Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 
o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”. 

301  El artículo 2 de la Convención establece que: “Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el 
artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, 
las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. 

302  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 22 (expediente de prueba, folio 3019). 

303  Informe de la Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la 
pornografía después de la visita de julio de 1999, Doc. ONU E/CN.4/2000/73/Add.2, párr. 11, (expediente de prueba, 
folio 2729), y peritaje rendido por Carolina Pimentel González ante fedatario público el 16 de mayo de 2017 
(expediente de prueba, folio 7280). 

304  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 81 (expediente de prueba, folio 3078). 
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A. Consideraciones generales sobre los derechos del niño  

 

 

 

 

 
305  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 81 (expediente de prueba, folio 3078). 

306  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, págs. 23 y 45 (expediente de prueba, folios 
3020 y 3042). 

307  Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de 
noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 194, y Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014. Serie C No. 285, párr. 106. 

308  Guatemala ratificó la Convención sobre los Derechos del Niño el 6 de junio de 1990, la cual entró en vigor el 2 de 
septiembre de 1990. 

309  Cfr. Caso Gelman Vs. Uruguay, supra, párr. 121; Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 306, párr. 117, y 
Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección internacional. 
Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21, párr. 66. 
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310  Cfr. Opinión Consultiva OC-21/14, supra, párr. 66. 

311 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. 
Serie A No. 17, párr. 56; Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 106, y Opinión Consultiva OC-
21/14, supra, párr. 66. 

312  Cfr. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246, párr. 230; Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, 
Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260, párr. 143, y Opinión Consultiva OC-21/14, 
supra, párr. 66. Véase también, Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 7: Realización de los 
derechos del niño en la primera infancia, Doc. ONU CRC/GC/7/Rev. 1, 20 de septiembre de 2006, párr. 17. 

313  Cfr. Opinión Consultiva OC-21/14, supra, párr. 66. 

314  Cfr. Caso Gelman Vs. Uruguay, supra, párr. 121, y Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador, supra, párr. 117. 

315  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párrs. 67 y 71. 

316  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párrs. 72, 75 y 77; Caso Fornerón e hija Vs. Argentina. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril de 2012. Serie C No. 242, párr. 47, y Caso familia Pacheco Tineo Vs. 
Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2013. Serie C No. 
272, párr. 226. 

317  Cfr. Convención sobre los Derechos del Niño, artículos 2, 3, 6 y 12; Comité de los Derechos del Niño, 
Observación General No. 5: Medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 4 
y 42 y párrafo 6 del artículo 44), 27 de noviembre de 2003, Doc. ONU CRC/GC/2003/5, párr. 12, y Opinión Consultiva 
OC-21/14, supra, párr. 69. Véase también, peritaje rendido por Carolina Pimentel González ante fedatario público el 
16 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7244). 

318  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 65, y Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, supra, párr. 218. 
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B. Declaración de abandono  

 

B.1 Alegatos de la Comisión y de las partes  

 

 

 

 

 
319  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párrs. 56, y Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador, supra, 
párr. 106. 

320  Cfr. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de febrero de 2012. Serie 
C No. 239, párr. 109, y Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 50. 
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B.2 Consideraciones de la Corte 
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321  Cfr. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, supra, párr. 175, e Identidad de género, e igualdad y no discriminación a 
parejas del mismo sexo. Obligaciones estatales en relación con el cambio de nombre, la identidad de género, y los 

derechos derivados de un vínculo entre parejas del mismo sexo (interpretación y alcance de los artículos 1.1, 3, 7, 
11.2, 13, 17, 18 y 24, en relación con el artículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión 
Consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017. Serie A No. 24, párr. 174. 

322  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 66, y Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 
104. 

323  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 71; Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. 
República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. 
Serie C No. 282, párr. 424, y Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 173. 

324  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 71, y Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. 
República Dominicana, supra, párr. 424. 

325  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 72, y Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 
104. 

326  Cfr. Dictamen del perito García Méndez rendido en audiencia pública del Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, 
trasladado al expediente del presente caso mediante la Resolución del Presidente de la Corte de 11 de abril de 2017 
(supra nota 5). 

327  Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 119, y Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador, 
supra, párr. 104. 

328  Cfr. Opinión Consultiva OC-21/14, supra, párr. 272, y Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 178. 

329  Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 119. 

330  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 70, y Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 98. En el 
mismo sentido, véase, Cfr. Opinión Consultiva OC-21/14, supra, párr. 272, y Opinión Consultiva OC-24/17, supra, 
párr. 178. 
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1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la 

voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades 
competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal 
separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede ser 

necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de 
maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe 
adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño. 
 
2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de participar en él y de dar 
a conocer sus opiniones. 

  
3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos 
padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo 
regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. […] 

 

 

B.2.a Irregularidades en el proceso de declaración de abandono 

 

 

 

 

 
331  Peritaje rendido por Magdalena Palau Fernández ante fedatario público el 9 de mayo de 2017 (expediente de 
prueba, folio 7023). 

332  Peritaje rendido por Magdalena Palau Fernández ante fedatario público el 9 de mayo de 2017 (expediente de 
prueba, folio 7023). 

333  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 77; Caso Gelman Vs. Uruguay, supra, párr. 125, y Caso de 
personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana, supra, párr. 416.  

334  Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 105. 
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335  Código de Menores. Decreto Nº 78-79 de 28 de noviembre de 1979, arts. 42.2 y 43 (expediente de prueba, folio 
3447), y cfr. Resolución del  Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 6 de agosto de 1997 (expediente de 
prueba, folio 4304). 

336  Código de Menores. Decreto Nº 78-79 de 28 de noviembre de 1979, art. 49 (expediente de prueba, folio 3447). 

337  Cfr. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, supra, párr. 196, y Caso Furlan y familiares Vs. Argentina, supra, párr. 
228. 

338  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 99;  Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, supra, párr. 196, y Caso 
Furlan y familiares Vs. Argentina, supra, párr. 228. 

339  Cfr. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, supra, párr. 200 y Caso Furlan y familiares Vs. Argentina, supra, párr. 
230, citando el Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 12: El derecho del niño a ser escuchado, 20 
de julio de 2009, Doc. ONU CRC/C/GC/12, párrs. 15 y 53. Véase también, Comité de los derechos del niño, 
Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial 
(artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 43. 

340  Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 12: El derecho del niño a ser escuchado, 20 de 
julio de 2009, Doc. ONU CRC/C/GC/12, párrs. 53 y 54. 
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341  Cfr. Opinión Consultiva OC-21/14, supra, párr. 122, citando el Comité de los Derechos del Niño, Observación 
General No. 12: El derecho del niño a ser escuchado, 20 de julio de 2009, Doc. ONU CRC/C/GC/12, párr. 21. 

342  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 102; Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, supra, párr. 199, y Caso 
Mendoza y otros Vs. Argentina, supra, párr. 143. 

343  Mutatis mutandi, Opinión Consultiva OC-21/14, supra, párr. 197. 

344  Cfr. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, supra, párr. 199. 

345  Cfr. Declaración rendida por Osmín Tobar Ramírez en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

346  Cfr. Estudio social de la trabajadora Social de la Asociación Los Niños de 4 de mayo de 1997 (expediente de 
prueba, folio 4316). 

347  Cfr. Código Civil de Guatemala, 9 de octubre de 1963, art. 253 (expediente de prueba, folio 3469). 
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Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio 
de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el 
desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representantes legales la 
responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación 

fundamental será el interés superior del niño348. (Resaltado fuera del original) 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
348  Convención sobre los Derechos del Niño, art. 18.1. 

349  Convención sobre los Derechos del Niño, art. 9.2. 

350  Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 119. 
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Los hechos y la información pertinentes para un determinado caso deben obtenerse mediante 
profesionales perfectamente capacitados que reúnan todos los elementos necesarios para la 
evaluación del interés superior del niño. Entre otras cosas, se pueden mantener entrevistas 
con personas cercanas al niño, con personas que estén en contacto con el niño a diario y con 
testigos de determinados incidentes. La información y los datos reunidos deben verificarse y 
analizarse antes de utilizarlos en la evaluación del interés superior del niño o los niños351. 

 

 

 

 

 

 
351  Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés superior 
sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 92. 

352  Cfr. Opinión Consultiva OC-21/14, supra, párr. 122, citando el Comité de los Derechos del Niño, Observación 
General No. 12: El derecho del niño a ser escuchado, 20 de julio de 2009, Doc. ONU CRC/C/GC/12, párr. 21. 
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Los bebés y los niños muy pequeños tienen los mismos derechos que los demás niños a que 
se atienda a su interés superior, aunque no puedan expresar sus opiniones ni representarse a 
sí mismos de la misma manera que los niños mayores. Para evaluar su interés superior, los 
Estados deben garantizar mecanismos adecuados, incluida la representación, cuando 
corresponda, lo mismo ocurre con los niños que no pueden o no quieren expresar su 
opinión353. 

 

 

 

 

 

 

 

 
353  Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés superior 
sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 44. 

354  En dicha entrevista la Presidenta de la Asociación indicó que: “recibió a los niños […] en un estado lamentable. 
Sucios, hambrientos, con golpes y escasa ropa. […] Osmín presentaba una infección en la parte inferior de la boca que 
ameritó tratamiento antibiótico y analgésico, por el dolor. J.R. tenía un morete de regulares dimensiones, causado por 
un golpe y Osmín presentaba cicatrices de heridas en el abdomen, que según indicó, fueron causadas por golpes que 
le dio su papá”. Estudio social de los menores J.R. y Osmín Tobar Ramírez realizado por la Asociación Los Niños de 
Guatemala el 3 de febrero de 1997 (expediente de prueba, folios 4381 y 4382). 

355  Oficio de Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 13 de enero de 1997 (expediente de prueba, folio 
4386). 
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B.2.b Falta de motivación de las decisiones  

 

 

 

 

 

 

 
356  Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
junio de 2005. Serie C No. 127, párr. 152, y Caso Zegarra Marín Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 331, párr. 146. 

357  Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 78, y Caso 
Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
febrero de 2016. Serie C No. 312 párr. 248. 

358  Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés superior 
sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 14.b. 

359  Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés superior 
sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 97. 

360  Cfr. TEDH, R.M.S. vs. España. Aplicación No. 28775/12. Sentencia de 18 de junio de 2013, párr. 82. 
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361  Al respecto, la Convención sobre los Derechos del Niño establece en su artículo 18 que: “[…] 2. A los efectos de 
garantizar y promover los derechos enunciados en la presente Convención, los Estados Partes prestarán la asistencia 
apropiada a los padres y a los representantes legales para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la 
crianza del niño y velarán por la creación de instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de los niños. 3. Los 
Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los niños cuyos padres trabajan tengan derecho a 
beneficiarse de los servicios e instalaciones de guarda de niños para los que reúnan las condiciones requeridas”. En 
virtud de lo anterior, el Comité de los Derechos del Niño ha señalado que “el Estado debe proporcionar apoyo a los 

padres para que cumplan con sus responsabilidades parentales y restablecer o aumentar la capacidad de la familia 
para cuidar del niño, a menos que la separación sea necesaria para proteger al niño”. Comité de los derechos del niño, 
Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial 
(artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 61.  

362  El artículo 9.3 de la Convención sobre los Derechos del Niño establece que “los Estados Partes respetarán el 
derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo 
con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño”. 

363  Las solicitudes de custodia de la abuela materna y las madrinas de los niños se rechazaron con base en informes 
sociales superficiales y cargados de estereotipos. Estos informes concluyeron que las madrinas y la abuela materna no 
constituían un recurso para la protección de los niños, en parte, por la alegada falta de recursos económicos y, en el 
caso de la abuela materna, también por su orientación sexual. Estos elementos se examinan con mayor detalle en el 
acápite de este capítulo relativo a la prohibición de discriminación infra. No obstante, este Tribunal advierte que las 
falencias en la investigación sobre la situación de los niños, mencionadas anteriormente, también estuvieron presentes 
en la investigación realizada a las madrinas y a la abuela. En particular, la falta de entrevistas a personas que podrían 
haber sido relevantes para determinar la situación de los niños; que no se haya escuchado a Osmín Tobar Ramírez 
respecto a la posibilidad de vivir con su abuela ni a J.R. en ninguno de los casos, y que el informe social de las 
madrinas haya sido realizado por una institución que pudiera haber tenido interés en las resultas del proceso de 
declaratoria de abandono. Sobre este último punto cabe destacar que en el informe social elaborado por la Asociación 
Los Niños sobre las madrinas incluso se reitera la recomendación de que “se les declare en estado de abandono para 
que puedan ser incluidos dentro del programa de adopciones que patrocina la Asociación Los Niños de Guatemala”. 
Estudio social la trabajadora Social de la Asociación Los Niños de 4 de mayo de 1997 (expediente de prueba, folio 
4317). 
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B.2.c Conclusión 

 

 

 

 

 

 

 
364  Cfr. Opinión Consultiva OC-21/14, supra, párr. 69. 
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C. Procedimientos de adopción  

 

C.1 Alegatos de la Comisión y de las partes 

 

 

 
365  Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés superior 
sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU. CRC/C/GC/14, párrs. 6 y 14. 
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C.2 Consideraciones de la Corte 

 

 

 

 

 
366  Cfr. Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 
6958). 
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Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopción cuidarán de que el 
interés superior del niño sea la consideración primordial y: 
 

a) Velarán por que la adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades competentes, 

las que determinarán, con arreglo a las leyes y a los procedimientos aplicables y sobre la 
base de toda la información pertinente y fidedigna, que la adopción es admisible en vista de 
la situación jurídica del niño en relación con sus padres, parientes y representantes legales y 
que, cuando así se requiera, las personas interesadas hayan dado con conocimiento de causa 
su consentimiento a la adopción sobre la base del asesoramiento que pueda ser necesario; 
 

b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser considerada como otro medio de 
cuidar del niño, en el caso de que éste no pueda ser colocado en un hogar de guarda o 
entregado a una familia adoptiva o no pueda ser atendido de manera adecuada en el país de 
origen; 
 
c) Velarán por que el niño que haya de ser adoptado en otro país goce de salvaguardias y 

normas equivalentes a las existentes respecto de la adopción en el país de origen; 
 
d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que, en el caso de adopción en 

otro país, la colocación no dé lugar a beneficios financieros indebidos para quienes participan 
en ella; 
 
e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presente artículo mediante la 

concertación de arreglos o acuerdos bilaterales o multilaterales y se esforzarán, dentro de 
este marco, por garantizar que la colocación del niño en otro país se efectúe por medio de las 
autoridades u organismos competentes. 

 

 

 
367  El referido artículo 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño establece que: “1. Los Estados Partes se 
comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las 
relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas. 2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de 
algunos de los elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y 
protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad”. 

368  El referido artículo 18 de la Convención sobre los Derechos del Niño establece que: “1. Los Estados Partes 
pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones 
comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los 
representantes legales la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación 
fundamental será el interés superior del niño. 2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la 
presente Convención, los Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a los padres y a los representantes legales 
para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño y velarán por la creación de instituciones, 
instalaciones y servicios para el cuidado de los niños. 3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas 
para que los niños cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e instalaciones de guarda de 
niños para los que reúnan las condiciones requeridas”. 
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369  El referido artículo 35 de la Convención sobre los Derechos del Niño establece que: “Los Estados Partes tomarán 
todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta 
o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma”. 

370  Cfr. Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 
6941). 

371  Específicamente, el Convenio de La Haya sobre Adopciones Internacionales es aplicable a los siguientes Estados 
de la OEA: (1) Bolivia (1 de julio de 2002); (2) Belice (1 de abril de 2006); (3) Brasil (1 de julio de 1999); (4) Canadá 
(1 de abril de 1997); (5) Chile (1 de noviembre de 1999); (6) Colombia (1 de noviembre de 1998); (7) Costa Rica (1 
de febrero de 1996); (8) Cuba (1 de junio de 2007); (9) Ecuador (1 de enero de 1996); (10) El Salvador (1 de marzo 
de 1999); (11) Estados Unidos de América (1 de abril de 2008); (12) Guatemala (1 de marzo de 2003); (13) Haití (1 
de abril de 2014); (14) México (1 de mayo de 1995); (15) Panamá (1 de enero de 2000); (16) Paraguay (1 de 
septiembre de 1998); (17) Perú (1 de enero de 1996); (18) República Dominicana (1 de marzo de 2007); (19) 
Uruguay (1 de abril de 2004), y (20) Venezuela (1 de mayo de 1997). Las fechas corresponden a las fechas de 
entrada en vigor del tratado para cada uno de estos Estados.  

372  Cfr. Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 
6940). En este sentido, el preámbulo del referido Convenio de La Haya establece que con este se desea “establecer 
[…] disposiciones comunes que tomen en consideración los principios reconocidos por instrumentos internacionales, 
especialmente por el Convenio de las Naciones Unidas sobre los derechos del niño, de 20 de noviembre de 1989, y por 

la Declaración de Naciones Unidas sobre los principios sociales y jurídicos aplicables a la protección y al bienestar de 
los niños, considerados sobre todo desde el ángulo de las prácticas en materia de adopción y de colocación familiar en 
los planos nacional e internacional (Resolución de la Asamblea General 41/85, de 3 de diciembre de 1986)”. 
Preámbulo del Convenio de La Haya relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en materia de Adopción 
Internacional.  

373  Cfr. UNICEF, Centro Internacional para el Desarrollo del Niño. Innocenti digest No. 4: Adopción Internacional, 
1999, pág. 5. Asimismo, el Comité de los Derechos del Niño ha recomendado a varios Estados Parte de la Convención 
sobre los Derechos del Niño adoptar el Convenio de la Haya de 1993 relativo a la Protección del Niño y a la 
Cooperación en Materia de Adopción Internacional por esta razón. En este sentido, véase, ONU, Comité de los 
Derechos del Niño, Reporte a la Asamblea General de la ONU, 8 de mayo de 2000, Doc. ONU A/55/41. Disponible en: 
http://www.un.org/documents/ga/docs/55/a5541.pdf  

374  De acuerdo al artículo 44 del Convenio de La Haya sobre Adopciones Internacionales, los Estados que no son 
miembros de la Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado pueden “adherirse al Convenio después 
de su entrada en vigor”, y “[l]a adhesión solo surtirá efecto en las relaciones entre el Estado adherente y los Estados 
contratantes que no hubiesen formulado objeción a la adhesión en los seis meses siguientes a la recepción de la 
notificación a que se refiere el apartado b) del artículo 48.  Podrá asimismo formular una objeción al respecto cualquier 
Estado en el momento de la ratificación, aceptación o aprobación del Convenio posterior a la adhesión.  Dichas 
objeciones serán notificadas al depositario del Convenio”. En el caso de Guatemala, cinco Estados (Canadá, Alemania, 
los Países Bajos, España y el Reino de Gran Bretaña e Irlanda del Norte) formularon objeciones a su adhesión, debido 
a la falta de adecuación de su legislación interna con las obligaciones derivadas del tratado, por lo cual dicho convenio 
no ha entrado en vigor respecto de ellos y Guatemala. Cfr. Estado de ratificaciones. Disponible en: 
https://www.hcch.net/es/instruments/conventions/status-table/notifications/?csid=767&disp=type  

http://www.un.org/documents/ga/docs/55/a5541.pdf
https://www.hcch.net/es/instruments/conventions/status-table/notifications/?csid=767&disp=type
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C.2.a Adoptabilidad de los hermanos Ramírez 

 

 

 
375  Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 6: Trato de los menores no acompañados y 
separados de su familia fuera de su país de origen, 1 de septiembre de 2005, Doc. ONU CRC/GC/2005/6, párr. 91. 
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376  Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 
6945). 

377  Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 6: Trato de los menores no acompañados y 
separados de su familia fuera de su país de origen, 1 de septiembre de 2005, Doc. ONU CRC/GC/2005/6, párr. 91. 

378  Además del notario, el dictamen favorable de la Procuraduría General de la Nación era el requisito que debían 
observar tanto los registradores civiles, al inscribir la adopción, como los funcionarios de la Dirección General de 
Migración en casos de adopción internacional, para la emisión de pasaportes. Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones 
irregulares en Guatemala, págs. 30 y 82 (expediente de prueba, folios 3027 y 3081). 

379  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, págs. 31 y 42 (expediente de prueba, folios 
3028 y 3039). En el mismo sentido, el perito Jaime Tecú indicó que, en muchos casos, “la Procuraduría General de la 
Nación aplicaba un sistema de revisar los documentos que llegaban a sus manos, una revisión documental del 
expediente, nunca revisaban garantías de los niños, si este niño tenía familia, si esa familia estaba aún reclamando a 
su hijo, sino que si faltaba algún documento en el expediente emitían un previo, para decir ‘previo a resolver’ traiga 
este documento o incorpore este documento, entonces, si había un problema en la adopción notarial, iba al juez y el 
juez resolvía sin opinión de la PGN, entonces el mecanismo judicial en casos, fue utilizado para obviar el pedimento de 
la PGN, en donde decía ‘este requisito hace falta’”. Peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada 
ante esta Corte e informe escrito sobre dicho peritaje (expediente de fondo, folio 1098). 

380  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 42 (expediente de prueba, folio 3039). 

381  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 42 (expediente de prueba, folio 3039). 
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C.2.b Evaluación del interés superior del niño 

 

 

 
382  Es de resaltar que, de acuerdo a la documentación para mejor resolver remitida por el Estado en diciembre de 
2017, un abogado, en representación de la señora Ramírez Escobar, había informado a la Procuraduría en febrero de 
1998 que “la madre de los [dos] niños había sido despojada de ellos mediante el trámite de un expediente plagado de 
anomalías”, por lo cual se encontraba una revisión planteada. En dicha nota, solicitaron “mantener en estricto control 
sobre las diligencias que promueva el Hogar Los Niños […] con relación a la adopción de estos dos niños” (expediente 
de prueba, folios 7987 y 7989). 

383  Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el 
derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 
2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 6, y Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 17: Realización 
de los derechos del niño en la primera infancia, 20 de septiembre de 2006, Doc. ONU CRC/C/GC/7/Rev.1, párr. 13. 
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384  Cfr. Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 
6. 

385  Cfr. Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 
6. 

386  Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés superior 
sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párrs. 6 y 14. 

387  Cfr. Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párrs. 
36 a 40. 

388  Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 
6945). 
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389  Auto del Juzgado de Primera Instancia y Familia del Departamento de Sacatepéquez de 26 de mayo de 1998 
(expediente de prueba, folios 6576 a 6578).   

390  CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 41 (expediente de prueba, folio 3038). 

391  Ley Reguladora de la Tramitación Notarial de Asuntos de Jurisdicción Voluntaria, Decreto Ley No. 54-77 de 5 de 
noviembre de 1977, art. 29 (expediente de prueba, folio 396). 

392  Peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

393  Dichos informes se le solicitaron al Estado como prueba para mejor resolver. El Estado indicó que los había 
solicitado al organismo judicial y los remitiría a la Corte una vez recibidos. A la fecha de emisión de esta Sentencia, los 
referidos informes no han sido presentados al Tribunal.  

394  Escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de Osmín Tobar Ramírez (expediente de prueba, folios 125 
y 126), y escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de J.R. (expediente de prueba, folios 117 y 118). 
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395  Ley Reguladora de la Tramitación Notarial de Asuntos de Jurisdicción Voluntaria, Decreto Ley No. 54-77 de 5 de 
noviembre de 1977, artículos 28 a 32 (expediente de prueba, folio 396). 

396  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 23 (expediente de prueba, folio 3020). 
Véase, en el mismo sentido, informe escrito sobre el peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada 
ante esta Corte (expediente de fondo, folio 1098), y peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de 
mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 6823). 

397  Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 5: Medidas generales de aplicación de la 
Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 4 y 42 y párrafo 6 del artículo 44), 27 de noviembre de 2003, Doc. 
ONU CRC/GC/2003/5, párr. 43. 

398  Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 5: Medidas generales de aplicación de la 
Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 4 y 42 y párrafo 6 del artículo 44), 27 de noviembre de 2003, Doc. 
ONU CRC/GC/2003/5, párr. 44. 

399  Cfr. Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 
25. 

400  Cfr. Escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de Osmín Tobar Ramírez (expediente de prueba, folios 
125 y 126), y escritura de adopción de 2 de junio de 1998 respecto de J.R. (expediente de prueba, folios 117 y 118). 
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401  Cfr. Peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

402  Informe escrito sobre el peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte 
(expediente de fondo, folio 1106). 

403  Al respecto, el artículo 7.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño establece que: “1. El niño será inscripto 
inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad 
y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos”. 

404  Al respecto, el artículo 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño establece que: “1. Los Estados Partes se 
comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las 
relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas. 2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de 
algunos de los elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y 
protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad”. 

405  Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 
6959). El perito Nigel Cantwell sugiere que, para que el interés superior de un niño sea tomado en cuenta en un 
procedimiento de adopción internacional, el Estado de origen, debe asegurase a través de las autoridades competentes 
que se respete lo siguiente: (i) determinar la adoptabilidad; (ii) permitir que el niño libremente indique o rechace su 
consentimiento; (iii) preparar un informe del niño, incluyendo la determinación de los mejores intereses; (iv) preparar 
al niño para la adopción; (v) emprender una aproximación preliminar de los posibles adoptantes (propuestos por el 
Estado receptor y aceptados provisionalmente por el Estado de origen) con el niño; (vi) proveer a los posibles 
adoptantes “emparejados” (matched en inglés) y al niño una oportunidad para ir desarrollando vínculos de afinidad, 
bajo supervisión adecuada y con acceso a consejería, y, si se consigue establecer exitosamente vínculos de afinidad 
(vii) confiar el niño a los adoptantes y legalizar la adopción. Cfr. Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario 
público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folios 6959 y 6960). 

406  De acuerdo al Comité, entre los elementos que se deben evaluar para determinar el mejor interés de un niño 
están los siguiente: (i) la opinión del niño; (ii) la identidad del niño; (iii) la preservación del entorno familiar y 
mantenimiento de las relaciones; (iv) el cuidado, protección y seguridad del niño; (v) la situación de vulnerabilidad; 
(vi) el derecho del niño a la salud; (vii) el derecho del niño a la educación. Cfr. Comité de los Derechos del Niño, 
Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial 
(artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párrs. 48 a 84. 



- 77 - 
 

 

 

 

C.2.c Derecho a ser oído  

 

 

 

 

 

 

 

 
407  Cfr. Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 
38. 

408  Cfr. Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 
46. 

409  Declaración rendida por Osmín Tobar Ramírez en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

410  De acuerdo al informe de la CICIG, “la adopción internacional en Guatemala frecuentemente no es un medio para 
procurar una familia al menor que se encuentre en situación de desprotección, sino por el contrario, ha sido un 
mecanismo para conseguir hijos a quienes lo soliciten”. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, 
pág. 81 (expediente de prueba, folio 3078). 
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C.2.d Subsidiaridad de la adopción internacional 

 

 

 

 

 

 

 
411   Cfr., inter alia, Comité de los Derechos del Niño, Examen de los informes presentados por los Estados Partes en 
virtud del artículo 44 de la Convención. Observaciones finales del Comité de los Derechos del Niño: México, 7 de 
febrero de 1994, CRC/C/15/Add.13, párr. 18, y Comité de los Derechos del Niño, Examen de los informes presentados 
por los Estados Partes en virtud del artículo 44 de la Convención. Observaciones finales: Bolivia, 11 de febrero de 
2005, CRC/C/15/Add.256, párr. 42. 

412  El perito explicó que una “medida de protección para un niño nunca debe tomarse sobre el fundamento de que la 
misma es el ‘último recurso’. El propósito de los sistemas de protección del niño es determinar cuál de varias opciones 

disponibles responde mejor a las necesidades y respeta los derechos humanos de cada niño de manera individual, 
desde un punto de vista positivo y constructivo. Existe una importante diferencia entre, de una parte, estipular la 
necesidad de examinar las posibles soluciones nacionales para una atención adecuada antes de prever soluciones 
transfronterizas y, por otra, examinar las soluciones transfronterizas desde la  perspectiva de que estas constituyen un 
‘último recurso’. Si la adoptabilidad legal y psicosocial de un niño ha sido debidamente establecida, la responsabilidad 
de las personas encargadas de tomar las decisiones debería ser demostrar que la adopción internacional es necesaria 
para garantizar ‘la atención adecuada’ (CDN Artículo 21.b) para un niño porque ninguna otra opción doméstica se 
considera ‘adecuada’. El enfoque se basa, por lo tanto, en el requisito de examinar primero las soluciones nacionales 
viables y en la necesidad de establecer que la adopción internacional no solo constituye el único medio identificable 
para garantizar la ‘atención adecuada’ del niño sino también, e importante, un movimiento positivo para el niño en 
cuestión”. Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 
6958). 

413  Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 
6958). 

414  El texto completo del referido artículo 20 de la Convención sobre los Derechos del Niño establece que: “1. Los 
niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior interés exija que no permanezcan 
en ese medio, tendrán derecho a la protección y asistencia especiales del Estado. 2. Los Estados Partes garantizarán, 
de conformidad con sus leyes nacionales, otros tipos de cuidado para esos niños. 3. Entre esos cuidados figurarán, 
entre otras cosas, la colocación en hogares de guarda, la kafala del derecho islámico, la adopción o de ser necesario, 
la colocación en instituciones adecuadas de protección de menores. Al considerar las soluciones, se prestará particular 
atención a la conveniencia de que haya continuidad en la educación del niño y a su origen étnico, religioso, cultural y 
lingüístico”. 
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C.2.e Prohibición de beneficios económicos indebidos 

 

 

 

 

 

 

 

 
415  Comité de los Derechos del Niño, Observaciones finales del Comité de los Derechos del Niño: Guatemala, 7 de 
junio de 1996, CRC/C/15/Add.58, párrs. 21 y 34. 

416  Cfr. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, 1 de diciembre de 2010, págs. 43 y 81 
(expediente de prueba, folios 3040 y 3078). 

417  Peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte e informe escrito sobre dicho 
peritaje (expediente de fondo, folio 1098). 

418  Peritaje rendido por Carolina Pimentel González ante fedatario público el 16 de mayo de 2017 (expediente de 
prueba, folio 7278). 
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C.2.f Conclusión sobre la adopción de los hermanos Ramírez  

 

 

 

 

 

 

 

 

 
419  Cfr. Peritaje rendido por Carolina Pimentel González ante fedatario público el 16 de mayo de 2017 (expediente de 
prueba, folio 7246); informe escrito sobre el peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante 
esta Corte (expediente de fondo, folios 1105 y 1106), y CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, 
págs. 22 a 27 (expediente de prueba, folios 3019 a 3024). 

420  Cfr. Consejo de Derechos Humanos, Informe final del Comité Asesor del Consejo  
de Derechos Humanos sobre las consecuencias negativas de la corrupción en el disfrute de  
los derechos humanos, 5 de enero de 2015, Doc. ONU A/HRC/28/73, párr. 22. Véase también, Consejo de Derechos 
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Humanos, Resolución 23/9: El impacto negativo de la corrupción en el disfrute de derechos humanos, 20 de junio de 
2013, Doc. ONU A/HRC/RES/23/9. 

421  Consejo de Derechos Humanos, Informe final del Comité Asesor del Consejo  
de Derechos Humanos sobre las consecuencias negativas de la corrupción en el disfrute de  
los derechos humanos, 5 de enero de 2015, Doc. ONU A/HRC/28/73, párr. 20c.  

422  Preámbulo de la de la Convención Interamericana contra la Corrupción, entrada en vigor desde el 3 de junio de 
1997 y ratificada por Guatemala el 7 de marzo de 2001.  

423  Al respecto, véase, artículo 1 de la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, entrada en vigor desde 
el 14 de diciembre de 2005 y ratificada por Guatemala el 3 de noviembre de 2006 y artículo II de la Convención 
Interamericana contra la Corrupción.   

424 Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. 
Serie C No. 52, párr. 207, y Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala, supra, párr. 254. 
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D. Recursos interpuestos contra la separación familiar  

 

D.1 Alegatos de la Comisión y de las partes  

 

 

 

 

 

D.2 Consideraciones de la Corte 

 

 

 

 

 
425  Cfr. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 35.  
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D.2.a Efectividad de los recursos 

 

 

 

 

 

 

 

 
426  Cfr. Caso Castillo Páez vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C No. 34, párr. 82, y Caso 
Lagos del Campo Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2017. Serie C No. 340, párr. 174. 

427  Cfr. Caso Goiburú y otros vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2006. 
Serie C No. 153, párr. 131, y Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párr. 174. 

428  Mutatis mutandi, Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de julio de 2011. Serie C No.228, párr. 106, y Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párr. 174. 

429  Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo, supra, párr. 237, y Caso 
Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párr. 176. 

430  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie 
C No. 1, párr. 91, y Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párr. 176. 

431  Cfr. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C 
No. 141, párr. 96, y Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párr. 176. 

432  Cfr. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de 
septiembre de 2005, Serie C No. 134, párr. 210, y Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 108. 
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D.2.b Plazo Razonable y debida diligencia 

 

 

 
433  Resolución del Juzgado de Primera instancia de Menores del Departamento de Chimaltenango de 31 de agosto de 
2001 (expediente de prueba, folio 4473). 

434  La Corte advierte que la Procuraduría era parte del proceso y fue notificada de la decisión donde se le solicita al 
señor Tobar Fajardo cubrir los gastos de la citación a los padres adoptivos (expediente de prueba, folio 4441). 

435  Código de Menores. Decreto Nº 78-79 de 28 de noviembre de 1979, art. 14 (expediente de prueba, folio 3444). 
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436  Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 145, y Caso Andrade Salmón Vs. Bolivia, supra, párr. 157. 

437  Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 
2008. Serie C No. 192 párr. 155, y Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre 2017. Serie C No. 344, párr. 182. 

438  Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 51, y Caso Furlan y familiares Vs. Argentina, supra, párr. 
127. 

439  Cfr. Opinión Consultiva OC-21/14, supra, párr. 143. 

440  Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 69.  
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441  Entre agosto y octubre de 1997 el expediente estuvo a cargo del Juzgado Primero de Primera Instancia de 
Menores (supra párrs. 102 a 105). Luego de una solicitud de recusación por parte de la señora Ramírez Escobar, el 
expediente se trasladó al Juzgado Tercero de Primera Instancia de Menores (supra párr. 105). En virtud de excusas 
por parte de las juezas correspondientes, en marzo de 1998 el expediente se trasladó al Juzgado Primero y en abril de 
1998 al Juzgado Segundo (supra párr. 108). Entre junio y septiembre de 1998 el expediente se trasladó a tres 
juzgados distintos (del Juzgado Segundo al Juzgado Cuarto, de éste al Juzgado Primero de Mixco y de ahí al Juzgado 
de Primera Instancia de Menores de Escuintla), en virtud de que los jueces se excusaron de conocer del recurso debido 
a presuntos insultos y amenazas por parte de la Asesora Jurídica de la casa hogar donde se encontraban los niños 
(supra párr. 111). Luego de una excusa por parte del juez, en julio de 1999 el expediente se trasladó del Juzgado de 
Escuintla al Juzgado de Primera Instancia de Menores de Jutiapa (supra párr. 121). Finalmente, en octubre de 2000 el 
expediente se asignó al Juzgado de Primera Instancia de Chimaltenango, en virtud de llamadas intimidatorias recibidas 
por el juez del Juzgado de Jutiapa (supra párrs. 125 y 127). 

442  Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 105. 

443  Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, supra, párr. 155, y Caso Pacheco León y otros Vs. Honduras. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de noviembre 2017. Serie C No. 342, párr. 120. 

444  Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 76. 
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E. Prohibición de discriminación en relación con la obligación de respetar y 

garantizar los derechos 

 

E.1 Alegatos de las partes y de la Comisión 

 

 

 

 

E.2 Consideraciones de la Corte 
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E.2.a Consideraciones generales sobre el derecho a la igualdad ante la ley, la 

prohibición de discriminación y la protección especial de las niñas y los niños 

 

 

 

 

 

 

 
445  Cfr.  Caso "Cinco Pensionistas" Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de febrero de 2003. 
Serie C No. 98, párr. 155, y Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de marzo de 2017. Serie C No. 334, párr. 30. 

446  Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, supra, párr. 81, y Caso Duque Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de febrero de 2016. Serie C No. 310, párr. 90. 

447  Cfr. Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la Naturalización. Opinión 
Consultiva OC-4/84 de 19 de enero de 1984. Serie A No. 4, párr. 55, y Caso I.V. Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 329, párr. 238. 

448  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de 
septiembre de 2013. Serie A No. 18, párr. 101, y Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. Serie C No. 339, párr. 150. 

449  Cfr. Opinión Consultiva OC-18/03, supra, párr. 103, y Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala, supra, 
párr. 150. 
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450 Cfr. Opinión Consultiva OC-4/84, supra, párr. 53, y Caso I.V. Vs. Bolivia, supra, párr. 239. 

451  Cfr. Opinión Consultiva OC-18/03, supra, párr. 85, y Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de octubre de 2016. Serie C No. 318, párr. 
335. 

452  Cfr. Opinión Consultiva OC-4/84, supra, párrs. 53 y 54, y Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala, 
supra, párr. 150. 

453  Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua, supra, párr. 186, y Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala, supra, 
párr. 150. 

454  Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, párr. 
209, y Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala, supra, párr. 150. 

455  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 49, y Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, supra, párr. 150. 

456  El referido artículo 2 establece que: “1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente 
Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente 
de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, 
la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de 
sus representantes legales. 2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se 
vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, las actividades, las opiniones 
expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares”. 
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La interseccionalidad es un concepto básico para comprender el alcance de las obligaciones 
generales de los Estados partes en virtud del artículo 2. La discriminación de la mujer por 
motivos de sexo y género está unida de manera indivisible a otros factores que afectan a la 
mujer […]. La discriminación por motivos de sexo o género puede afectar a las mujeres de 
algunos grupos en diferente medida o forma que a los hombres. Los Estados partes deben 

reconocer y prohibir en sus instrumentos jurídicos estas formas entrecruzadas de 
discriminación y su impacto negativo combinado en las mujeres afectadas[, así como] 

aprobar y poner en práctica políticas y programas para eliminar estas situaciones459. 
 

 

 
457  Cfr. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, supra, párr. 151, y Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador, supra, párr. 
273. 

458  Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 7: Realización de los derechos del niño en la 
primera infancia, Doc. ONU CRC/C/GC/7, 30 de septiembre de 2005, párr. 12. 

459  Comité para la eliminación de la discriminación contra la mujer, Recomendación General No. 28 relativa al 
artículo 2 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 16 de 
diciembre de 2010, Doc. ONU CEDAW/C/GC/28, párr. 18. Al respecto, el Comité ha destacado que esos factores 
incluyen el origen étnico o la raza de la mujer, la condición de minoría o indígena, el color, la situación socioeconómica 
y/o las castas, el idioma, la religión o las creencias, la opinión política, el origen nacional, el estado civil, la 
maternidad, la edad, la procedencia urbana o rural, el estado de salud, la discapacidad, los derechos de propiedad, la 
condición de lesbiana, bisexual, transgénero o intersexual, el analfabetismo, la solicitud de asilo, la condición de 
refugiada, desplazada interna o apátrida, la viudez, el estatus migratorio, la condición de cabeza de familia, la 
convivencia con el VIH/SIDA, la privación de libertad y la prostitución, entre otros. Cfr. Comité para la eliminación de 
la discriminación contra la mujer, Recomendación General No. 35 sobre la violencia por razón de género contra la 
mujer, por la que se actualiza la recomendación general No. 19, 26 de julio de 2017, Doc. ONU CEDAW/C/GC/35, párr. 
12. Asimismo, el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad ha indicado que: “En la Convención 
sobre los derechos de las personas con discapacidad se reconoce que las mujeres con discapacidad pueden ser objeto 
de formas múltiples e intersectoriales de discriminación por motivos de género y de discapacidad”. Comité sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, Observación General No. 1: Artículo 12: Igual reconocimiento como 
persona ante la ley, 19 de mayo de 2014, Doc. ONU CRPD/C/GC/1, párr. 35. 
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E.2.b Derecho a no ser discriminado con base en la posición económica  

 

 

 

 

 
460  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra, párr. 335.  

461  Cfr. Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador, supra, párr. 256.  

462  Cfr. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, supra, párr. 124, y Caso I.V. Vs. Bolivia, supra, párr. 244.  

463  Cfr. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, supra, párr. 124, y Caso I.V. Vs. Bolivia, supra, párr. 244. 

464  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 76. Véase también, Comité de los derechos del niño, Observación 
General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial (artículo 3, 
párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párr. 62, y Comité de los derechos del niño, Observación 
General No. 21 sobre los niños de la calle, 21 de junio de 2017, Doc. ONU CRC/C/GC/21, párr. 46. 

465  Cfr. TEDH, Caso Saviny Vs. Ucrania, No. 39948/06. Sentencia de 18 de diciembre de 2008, párrs. 51, 57 y 58, y 
Caso Soares de Melo Vs. Portugal, No. 72850/14. Sentencia de 16 de febrero de 2016, párrs. 89, 106 y 107. En este 
sentido, el Tribunal Europeo ha indicado que deben existir otras circunstancias apuntando a la “necesidad” de interferir 
con el derecho de los padres de disfrutar una vida familiar con su hijo, bajo el artículo 8 del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos. Cfr. TEDH, Caso K. y T. Vs. Finlandia, No. 25702/94. Sentencia de 12 de julio de 2001, párr. 173, 
y Caso Kutzner Vs. Alemania, No. 46544/99. Sentencia de 26 de febrero de 2002, párr. 69. 

466  Cfr. TEDH, Caso Soares de Melo Vs. Portugal, No. 72850/14. Sentencia de 16 de febrero de 2016, párr. 89.  

467  Cfr. TEDH, Caso Saviny Vs. Ucrania, No. 39948/06. Sentencia de 18 de diciembre de 2008, párrs. 50 y 107.  

468  Cfr. TEDH, Caso Saviny Vs. Ucrania, No. 39948/06. Sentencia de 18 de diciembre de 2008, párr. 50. Véase 
también, TEDH, Caso Moser Vs. Austria, No. 12643/02. Sentencia de 21 de septiembre de 2006, párrs. 68 y 69; Caso 
Wallová y Walla Vs. República Checa, No. 23848/04. Sentencia de 26 de octubre de 2006, párr. 73; Caso N.P. Vs. 
República de Moldavia, No. 58455/13. Sentencia de 6 de octubre de 2015, párr. 79, y Caso Soares de Melo Vs. 
Portugal, No. 72850/14. Sentencia de 16 de febrero de 2016, párrs. 106 y 107.  
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(i) Contexto de pobreza en los procedimientos de abandono y adopción en la época 

de los hechos 

 

 

 
469  Cfr. UNICEF, Manual de Implementación de la Convención sobre los Derecho del Niño, Tercera edición 
completamente revisada, 2007, pág. 123. Véase también, Comité de los Derechos del Niño, Examen de los informes 

presentados por los Estados Partes en virtud del artículo 44 de la Convención, Observaciones finales: Nepal, 21 de 
septiembre de 2005, Doc. ONU CRC/C/15/Add.261, párr. 54. 

470  Cfr. UNICEF, Manual de Implementación de la Convención sobre los Derecho del Niño, Tercera edición 
completamente revisada, 2007, pág. 123. 

471  Ver, inter alia, Comité de los Derechos del Niño, Examen de los informes presentados por los Estados Partes en 
virtud del artículo 44 de la Convención, Observaciones finales: Azerbaiyán, 17 de marzo de 2006, Doc. ONU 
CRC/C/AZE/CO/2, párr. 37, y Observaciones finales: Hungría, 17 de marzo de 2006, Doc. ONU CRC/C/HUN/CO/2, 
párr. 30; Comité de los Derechos del Niño, Observaciones finales sobre el quinto informe periódico de Rumania, 13 de 
julio de 2017, Doc. ONU CRC/C/ROU/CO/5, párr. 45; Comité de los Derechos del Niño, Observaciones finales sobre los 
informes periódicos cuarto y quinto combinados del Líbano, 22 de junio de 2017, Doc. ONU CRC/C/LBN/CO/4-5, párr. 
26; Comité de los Derechos del Niño, Observaciones finales sobre los informes periódicos tercero y quinto de Malawi, 6 
de marzo de 2017, Doc. ONU CRC/C/MWI/CO/3-5, párr. 29; Comité de los Derechos del Niño, Observaciones finales 
sobre los informes periódicos quinto y sexto combinados de Panamá, 28 de febrero de 2018, Doc. ONU 
CRC/C/PAN/CO/5-6, párr. 26. 

472  Comité de los Derechos del Niño, Examen de los informes presentados por los Estados Partes en virtud del 
artículo 44 de la Convención, Observaciones finales: Azerbaiyán, 17 de marzo de 2006, Doc. ONU CRC/C/AZE/CO/2, 
párr. 38, y Observaciones finales: Hungría, 17 de marzo de 2006, Doc. ONU CRC/C/HUN/CO/2, párrs. 32 y 33. En el 
mismo sentido, véase, inter alia, Comité de los Derechos del Niño, Examen de los Informes presentados por los 
Estados Partes con arreglo al artículo 44 de la Convención, Observaciones Finales: Bulgaria, 24 de enero de 1997, 
Doc. ONU CRC/C/15/Add.66, párrs. 27 y 28, y Comité de los Derechos del Niño, Examen de los informes presentados 
por los Estados Partes con arreglo al artículo 44 de la Convención, Observaciones finales: Paraguay, 10 de febrero de 
2010, Doc. ONU CRC/C/PRY/CO/3, párr. 41.  
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(ii) El uso de la posición económica de la familia Ramírez como justificación para la 

separación de los niños de su familia biológica  

 

 

 
473  En un estudio elaborado para UNICEF, el Instituto Latinoamericano para la Educación y la Comunicación concluyó 
que “la alta demanda internacional y la pobreza de las familias guatemaltecas han generado que la adopción se 
maneje según la ‘ley de oferta y la demanda’, lo cual ha traído como consecuencia el tráfico de niños y niñas”. 
Instituto Latinoamericano para la Educación y la Comunicación, “Adopción y Derechos de los Niños en Guatemala”, 
elaborado en el año 2000 para el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) (expediente de prueba, folio 
2983). 

474  La CICIG destacó que, a pesar de que los estándares internacionales de protección de los derechos del niño 
indican que “la carencia de recursos económicos no debe ser el motivo principal para dar a un niño en adopción”, “la 
mayoría de los informes socioeconómicos examinados basan su dictamen favorable en el hecho que la madre ‘no tenía 
suficientes recursos económicos’”. CICIG, Informe sobre adopciones irregulares en Guatemala, pág. 41 (expediente de 
prueba, folio 3038). De manera similar, el perito Jaime Tecú señaló que “los estudios que hizo la Procuraduría General 
de la Nación en varios casos no promovían la defensa de los niños, sino más bien estudiaba la falta de recursos de las 
familias, y por eso es que muchas de las adopciones se opinó favorable porque los estudios que se hicieron fueron 
estudios socioeconómicos que se referían más a la pobreza, a las familias, a la carencia de ellas, para poder hacer 
frente a la maternidad o a la paternidad, y eso habilitaba los pronunciamientos judiciales para los abandonos”. Peritaje 
rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta Corte.  

475  Cfr. CIDH, Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala, 6 de abril de 2001, 
OEA/Ser.L/V/II.111, Doc. 21 rev., cáp. XII, párr. 40. De manera similar, la Relatora Especial sobre la venta de niños 
observó que “[e]n su ignorancia de la ley, esas madres amedrentadas suelen abandonar acongojadas la lucha y dan 
por sentado que no se puede hacer nada para ayudarlas porque son pobres”. Informe de la Relatora Especial sobre la 
venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la pornografía después de la visita de julio de 
1999, Doc. ONU E/CN.4/2000/73/Add.2, párr. 35 (expediente de prueba, folio 2734). 
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476  Estudio social de Flor Escobar Carrera realizado por la Procuraduría General de la Nación de 7 de mayo de 1997 
(expediente de prueba, folio 50).  

477  Estudio social elaborado por la trabajadora social de la Asociación Los Niños de 4 de mayo de 1997 (expediente 
de prueba, folios 4316 y 4317). 

478  Memorial de la Procuraduría General de la Nación presentado el 29 de julio de 1997 (expediente de prueba, folios 
4306 y 4307). 
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479  Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 
6946). 

480  Peritaje rendido por Nigel Cantwell ante fedatario público el 5 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 
6959). 

481  Cfr. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso 
Legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párr. 119, y Opinión Consultiva OC-
18/03, supra, párr. 121. 

482  Cfr. Excepciones al Agotamiento de los Recursos Internos (arts. 46.1, 46.2.a y 46.2.b, Convención Americana 
sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-11/90 de 10 de agosto de 1990. Serie A No. 11, párr. 22. 
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E.2.c Derecho a no ser discriminado con base en estereotipos de género  

 

 

 

 

 

 

 

 

 
483  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párr. 401, y Caso Velásquez Paiz y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307, párr. 180. 

484  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Sentencia de 16 de noviembre de 2009, supra, 
párr. 401, y Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala, supra, párr. 180. 

485  Véase, entre otros, Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párrs. 212 y 213, y Caso Velásquez Paiz y otros Vs. 
Guatemala, supra, párr. 183. 

486  Cfr. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 
de noviembre de 2014, párrs. 268 y 272. 

487  Cfr. Caso Artavia Murillo y otros ("Fecundación in vitro") Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 noviembre de 2012. Serie C No. 257, párrs. 294 a 297. 

488  En el informe psicológico practicado a la señora Ramírez Escobar en julio de 1997, se incluyó dentro de los rasgos 
de la personalidad, con base en los cuales después se concluyó que “su capacidad para poder asumir el rol de madre 
está seriamente comprometido”, que “[e]n cuanto a su orientación sexual, acepta su rol femenino, pero tiene 
dificultad al determinar el modelo sexual en su relación de pareja”. Informe del Psicológico de la Unidad de Psicología 
del Organismo Judicial, 21 de julio de 1997 (expediente de prueba, folio 7960). 

489  Resolución del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 6 de agosto de 1997 (expediente de prueba, 
folios 4300 y 4301), y cfr. Estudio de la trabajadora social de la Asociación Los Niños de Guatemala de 3 de febrero de 
1997 (expediente de prueba, folios 4379 a 4383), y estudio social de Flor de María Ramírez Escobar realizado por la 
Procuraduría General el 14 de marzo de 1997 (expediente de prueba, folio 4323 y 4326).  
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E.2.d Derecho a no ser discriminado con base en la orientación sexual 

 

 

 

 

 
490  Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, supra, párr. 140. 

491  Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, supra, párr. 91, y Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 78. 

492  Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, supra, párr. 94. 
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E.2.e Conclusión 

 

 

 

 

 

 
493  Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, supra, párr. 110. 

494 Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, supra, párr. 111. 
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VIII-2 

PROHIBICIÓN DE TRATA DE PERSONAS495, GARANTÍAS JUDICIALES Y PROTECCIÓN 

JUDICIAL, EN RELACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS 

DERECHOS  

 

 Alegatos de las partes y de la Comisión 

 

 

 

 
495  El artículo 6.1 de la Convención establece que: “Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto 
éstas, como la trata de esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas”.  

496 En sus alegatos finales escritos, los representantes agregaron que estos hechos también generarían violaciones a 
los artículos 3 (derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica) y 22 (derecho de circulación y de residencia) de 
la Convención. Estas pretensiones son extemporáneas y, en consecuencia, inadmisibles, en la medida en que no se 
realizaron en el escrito de solicitudes y argumentos, de conformidad con el artículo 40 del Reglamento de la Corte.  
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 Consideraciones de la Corte 

 

 

 

B.1 Consideraciones generales sobre la trata de personas con fines de 

adopción y la venta de niñas y niños en el marco del artículo 6 de la 

Convención 

 

 

 

 
497  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra, párr. 243. 

498  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra, párr. 249. Véase también: Comité de 
Derechos Humanos, Comentario General No. 24 sobre cuestiones relacionadas con las reservas formuladas con 
ocasión de la ratificación del Pacto o de sus Protocolos Facultativos, o de la adhesión a ellos, o en relación con las 
declaraciones hechas de conformidad con el artículo 41 del Pacto, 11 de noviembre de 1994, Doc. ONU 
CCPR/C/21/Rev.1/Add.6, párr. 8.  

499  Cfr. Estatuto del Tribunal Penal Internacional para la Ex Yugoslavia, adoptado por el Consejo de Seguridad de la 
ONU, 25 de mayo de 1993, Doc. ONU S/RES/827, art. 5.c; Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Ruanda, 
adoptado por el Consejo de Seguridad de la ONU, 8 de noviembre de 1994, Doc. ONU S/RES/955, art. 3.c; Estatuto 
del Tribunal Especial para Sierra Leona, adoptado por el Consejo de Seguridad de la ONU, 8 de marzo de 2002, Doc. 
ONU S/2002/246, art. 2.c, y Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, entrada en vigor el 1 de julio de 2002, 
Doc. ONU A/CONF.183/9, art. 7.1.c. 

500  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra, párr. 306. 

501  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra, párr. 306. 
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a. la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas;  

 

b. recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al 

fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión 

o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que 

tenga autoridad sobre otra. Para los menores de 18 años estos requisitos no son condición 

necesaria para la caracterización de trata;  

 

c. con cualquier fin de explotación504.  

 

 

 

 

 
502  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra, párr. 288. 

503  En particular, la Corte ha destacado que, para dar efecto útil a la prohibición prevista en la Convención 
Americana y bajo la óptica de la interpretación más favorable al ser humano y el principio pro persona, la protección 
conferida por ese artículo no puede limitarse únicamente a las mujeres o a los “esclavos”, de conformidad con la 
evolución del fenómeno de la trata de seres humanos en nuestras sociedades. Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda 
Brasil Verde Vs. Brasil, supra, párr. 289. 

504  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra, párr. 290. 

505  Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), Manual sobre la investigación del delito de 
trata de personas – Guía de Autoaprendizaje, 2009, pág. 28 (expediente de prueba, folio 2423), y cfr. Peritaje rendido 
por Norma Angélica Cruz Córdova el 9 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7070).  

506  En ese sentido, el Tribunal Penal Internacional para la Ex Yugoslavia ha resaltado que “no es posible enumerar de 
manera exhaustiva todas las formas contemporáneas de la esclavitud que son una evolución de la idea original”. 
Tribunal Penal Internacional para la Ex Yugoslavia (TPIY), Caso Fiscal Vs. Dragoljub Kunarac, Radomir Kovac y Zoran 
Vukovic, No. IT-96-23 y IT-96-23/1-A. Sentencia de 12 de junio de 2002, párr. 119. Véase también: Consejo de 
Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial sobre las formas contemporáneas de la esclavitud, incluidas sus 
causas y consecuencias, 1 de julio de 2013, Doc. ONU A/HRC/24/43, párrs. 28, 33, 46 y 85 (expediente de prueba, 
folio 5135, 5137, 5140 y 5147). 
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507  El artículo 3 del Protocolo de Palermo define la trata de personas como: “la captación, el transporte, el traslado, 
la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al 
rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de 
pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de 
explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de 
explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la 
servidumbre o la extracción de órganos […]”. (Subrayado fuera del original) Además, en el mismo Protocolo se incluyó 
una definición de trata de niños más amplia, al indicarse que “[l]a captación, el transporte, el traslado, la acogida o la 
recepción de un niño con fines de explotación se considerará ‘trata de personas’ incluso cuando no se recurra a 
ninguno de los medios enunciados en el apartado a) del presente artículo”. Protocolo para prevenir, reprimir y 
sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños (Protocolo de Palermo) que complementa la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, entrada en vigor el 25 de diciembre de 2003, 
Doc. ONU A/RES/55/25, art. 3.  

508  Convención sobre los Derechos del Niño, art. 35. Adicionalmente, el artículo 2 de la Convención Interamericana 
sobre el Tráfico Internacional de Menores, de la cual Guatemala no es parte, define el tráfico internacional de menores 
como “la substracción, el traslado o la retención, o la tentativa de substracción, traslado o retención, de un menor con 
propósitos o medios ilícitos”. Dentro de los “‘Medios ilícitos’ incluyen, entre otros, secuestro, consentimiento 

fraudulento o forzado, la entrega o recepción de pagos o beneficios ilícitos con el fin de lograr el consentimiento de los 
padres, las personas o la institución a cuyo cargo se halla el menor, o cualquier otro medio ilícito ya sea en el Estado 
de residencia habitual del menor o en el Estado Parte en el que el menor se encuentre”. Convención Interamericana 
sobre Tráfico Internacional de Menores, entrada en vigor el 15 de agosto de 1997, art. 2. 

509  Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución 
infantil y la utilización de niños en la pornografía, entrada en vigor el 18 de enero de 2002, Doc. ONU A/RES/54/263, 
art. 2.a.  

510  Cfr. UNICEF, Manual sobre el Protocolo facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de niños en la pornografía (Handbook on the Optional Protocol on the Sale of Children, Child Prostitution 
and Child Pornography), Innocenti Research Centre, 2009, págs. 4, 9 y 10.  

511  En los trabajos preparatorios del Protocolo de Palermo, se evidencia que para sus redactores la adopción ilegal 
podía estar dentro del alcance de aplicación de dicho protocolo y constituir una forma de trata de personas “[c]uando 
la adopción ilegal equivaliera a una práctica análoga a la esclavitud”, definida como “[t]oda institución o práctica en 
virtud de la cual un niño o un joven menor de dieciocho años es entregado por sus padres, o uno de ellos, o por su 
tutor, a otra persona, mediante remuneración o sin ella, con el propósito de que se explote la persona o el trabajo del 
niño o del joven”. Cfr. Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, Travaux préparatoires de las 
negociaciones para la elaboración de la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada 
transnacional y sus protocolos, 2008, pág. 366; Convención suplementaria sobre la abolición de la esclavitud, la trata 
de esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud, entrada en vigor el 30 de abril de 1957, art. 1.d. La 
perita Maud de Boer-Buquicchio, Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de 
niños en la pornografía, explicó que, además, la adopción ilegal cumple el requisito de “fin de explotación” del delito 
de trata, aun cuando no equivale a una práctica similar a la esclavitud, porque obtener niños ilícitamente con el fin de 
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una adopción constituye una explotación “del carácter, vulnerabilidad y necesidades de desarrollo inherentes de los 
niños”, en tanto se explota la capacidad y necesidad de amor y vínculo del niño como parte de un proceso ilícito por el 
cual se obliga al niño a vincularse emocionalmente a personas extrañas en lugar de los padres y familia original del 
niño. Cfr. Peritaje rendido por Maud de Boer-Buquicchio ante fedatario público el 28 de abril de 2017 (expediente de 
prueba, folio 6998), y en sentido similar, peritaje rendido por Nigel Cantwell rendido ante fedatario público el 5 de 
mayo 2017 (expediente de prueba, folio 6954). Por otra parte, en relación con la venta de niñas y niños, instrumentos 
e informes internacionales se han referido, de manera específica, a su relación con las adopciones ilegales. El Protocolo 
facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de niños en la pornografía, establece la obligación de los Estados de sancionar penalmente el “[i]nducir, en 
calidad de intermediario, a alguien a que preste su consentimiento para la adopción de un niño en violación de los 
instrumentos jurídicos internacionales aplicables en materia de adopción”. Protocolo facultativo de la Convención sobre 
los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, 
entrada en vigor el 18 de enero de 2002, Doc. ONU A/RES/54/263, art. 3.1a.(iii). Asimismo, la Relatora Especial sobre 
la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la pornografía ha indicado que “[l]a venta de 
niños para fines de adopción sigue también siendo un grave problema, ya que, según se informa, los padres adoptivos 
extranjeros están dispuestos a pagar de 20.000 a 40.000 dólares de los EE.UU. en derechos y gastos de adopción para 
adoptar a un recién nacido”. Informe sobre la venta de niños, prostitución infantil y la utilización de niños en la 
pornografía por la Relatora Especial de la Comisión de Derechos Humanos de conformidad con la Resolución 51/77 de 
la Asamblea General, Sra. Ofelia Calcetas-Santos, 16 de octubre de 1997, Doc. ONU A/52/482, párr. 30. 

512  Peritaje rendido por Nigel Cantwell rendido ante fedatario público el 5 de mayo 2017 (expediente de prueba, folio 

6953). 

513  Cfr. Informe de la Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la 
pornografía, Sra. Ofelia Calcetas Santos, 29 de enero de 1999, Doc. ONU E/CN.4/1999/71, párr. 54. Asimismo, se ha 
indicado que el “[i]nternet ha provocado la expansión de la venta y la trata de niños con fines de adopción ilegal, en 
parte porque permite la creación de sitios web que ofrecen a niños como si fueran productos destinados a la 
exportación”. Informe de la Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños 
en la pornografía, Maud de Boer-Buquicchio, 22 de diciembre de 2014, Doc. ONU A/HRC/28/56, párr. 35. 

514  Cfr. Informe de la Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en 
la pornografía, Najat Maalla M’jid, 2 de agosto de 2011, Doc. ONU A/66/228, párr. 24.b (expediente de prueba, folio 
5395). De manera parecida, en el Manual para Parlamentarios No. 9, publicado por UNICEF y la Unión Inter-
Parlamentaria, se destacó que “[l]os niños, niñas y adolescentes son víctimas de trata para ser sometidos a diversas 
situaciones que constituyen explotación, las cuales incluyen [la] [a]dopción irregular”. UNICEF y Unión Inter-
Parlamentaria, Contra la trata de niños, niñas y adolescentes, Manual para Parlamentarios No. 9, 2005, págs. 13 y 14. 

515  Informe de la Relatora Especial sobre la trata de personas, especialmente mujeres y niños, Sra. Sigma Huda, 22 
de diciembre de 2004, Doc. ONU E/CN.4/2005/71, pág. 1 (expediente de prueba, folio 2709). 

516  Cfr. Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), Manual sobre la investigación del delito 
de trata de personas – Guía de Autoaprendizaje, 2009, pág. 36 (expediente de prueba, folio 2431). 

517  Organización Internacional para las Migraciones (OIM), Manual para la detección del delito de trata de personas 
orientado a las autoridades migratorias, 2011, págs. 72, 73, 87 y 88 (expediente de prueba, folios 5491, 5492, 5506 y 
5507).  

518  Véase, inter alia: (1) Bolivia: Ley integral contra la trata y tráfico de personas, Ley No. 263, 31 de julio de 2012, 
art. 34; (2) Costa Rica: Ley contra la Trata de Personas y Creación de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de 



- 104 - 
 

 

 

 

 

 

 

 
Migrantes y la Trata de Personas (CONATT), Ley No. 9095, 8 de febrero de 2013, art. 5; (3) El Salvador: Ley Especial 
contra la trata de personas, Decreto No. 824, 14 de noviembre de 2014, art. 5; (4) Guatemala: Código Penal, Decreto 
17-73, enmendado por artículo 47 de la Ley contra la violencia sexual, explotación y trata de personas, Decreto 
Número 9-2009, 20 de marzo de 2009, art. 202 Ter. (expediente de prueba, folio 3881); (5) Honduras: Ley contra la 
Trata de Personas, Decreto No. 59-2012, 6 de julio del 2012, art. 6; (6) México: Ley General para prevenir, sancionar 
y erradicar los delitos en materia de trata de personas y para la protección y asistencia a las víctimas de estos delitos, 
14 de junio de 2012, art. 10, numeral VIII y 27; (7) Nicaragua: Código Penal, Ley No. 641, 13 noviembre de 2007, 
art. 182; (8) Panamá: Ley sobre trata de personas y actividades conexas, Ley No. 79, 9 de noviembre de 2011, art. 4; 
(9) República Dominicana: Ley sobre Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas, Ley No. 137-03, 8 de octubre de 
2003, art. 1 y (10) Venezuela: Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo, 30 de 
enero de 2012, art. 41.  

519  Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 140. 

520  Cfr. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil, supra, párr. 320. 

521  Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párrs. 139 y 144.  
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B.2 Evaluación de las circunstancias específicas del presente caso 

 

 

 

 

 
522  Cfr. Informe preparado por la Fiscalía contra la Trata de Personas de 2 de junio de 2017 (expediente de prueba, 
folios 7702, 7708 y 7710). Véase también, CICIG, Comunicado de prensa 016: “Susana Luarca regresa a prisión”, 19 
de marzo de 2012, disponible en 
http://cicig.org/index.php?mact=News,cntnt01,print,0&cntnt01articleid=146&cntnt01showtemplate=false (citada en el 
expediente de prueba, folio 7298); Nota de prensa, “María Luarca de Umaña, esposa de expresidente de la Corte 
Suprema de Justicia involucrada en el tráfico de personas”, Fundación Sobrevivientes, 18 de diciembre de 2009, 
disponible en: http://fsobrevivientes.blogspot.com/2009/12/esposa-de-ex-presidente-de-la-corte.html (citada en el 
expediente de fondo, folios 500 y 746). 

523  Acta No. 16 de 8 de septiembre de 1998 del Juzgado de Primera Instancia de Menores de Mixco (expediente de 
prueba, folio 4151), y cfr. Resolución del Juzgado de Primera Instancia de Menores de Mixco de 10 de septiembre de 
1998 (expediente de prueba, folios 4146 y 4147).  

524  Cfr. Centro de Noticias de ONU, “Guatemala: Tribunal condena a acusados en casos de adopción irregular”, 19 de 
junio de 2015, disponible en: http://www.un.org/spanish/News/story.asp?NewsID=32642#.VmIBjb9tt2C (citada en el 
expediente de fondo, folios 481 y 625) 

525  Cfr. Informe preparado por la Fiscalía contra la Trata de Personas de 2 de junio de 2017 (expediente de prueba, 
folios 7701, 7708 y 7710). Véase también, Nota de Prensa, “CSJ retira inmunidad a juez por adopciones ilegales”, 
Prensa Libre, 8 de mayo 2014, disponible en: http://www.prensalibre.com/noticias/justicia/CSJ-retira-inmunidad-juez-
Escuintla-Mario-Peralta_0_1134486733.html (citada en el expediente de fondo, folio 746), y Nota de prensa, “Piden 
juicio por caso de adopción ilegal en Asociación Primavera”, Diario La Hora, 1 de agosto de 2014, disponible en: 
http://lahora.gt/piden-juicio-por-caso-de-adopcion-ilegal-en-asociacion-primavera/ (citada en el expediente de fondo, 
folio 746). 

http://cicig.org/index.php?mact=News,cntnt01,print,0&cntnt01articleid=146&cntnt01showtemplate=false
http://fsobrevivientes.blogspot.com/2009/12/esposa-de-ex-presidente-de-la-corte.html
http://www.un.org/spanish/News/story.asp?NewsID=32642#.VmIBjb9tt2C
http://www.prensalibre.com/noticias/justicia/CSJ-retira-inmunidad-juez-Escuintla-Mario-Peralta_0_1134486733.html
http://www.prensalibre.com/noticias/justicia/CSJ-retira-inmunidad-juez-Escuintla-Mario-Peralta_0_1134486733.html
http://lahora.gt/piden-juicio-por-caso-de-adopcion-ilegal-en-asociacion-primavera/
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526  La señora Ramírez Escobar indicó que la persona quien cuidaba de sus hijos habría dejado a sus hijos solos de 
forma malintencionada y sostuvo que “fue ella quien planificó todo esto como una nueva modalidad del secuestro ya 
que en más de una ocasión [l]e había indicado que los niños podrían darse en adopción con una familia que [l]e diera 
buen dinero, que ella podía averiguar con los licenciados que conoce y que le diera parte del mismo a ella”. Recurso de 
revisión presentado el 22 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folio 4281). Por su parte, el señor Tobar Fajardo, 
en sus escritos en el proceso judicial, reclamó que “los jueces han tenido que recusarse porque la propietaria del 
negocio de venta de niños es esposa de uno de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia […] quien en estos 
últimos tiempos ha visto florecer su negocio gracias a la remisión de niños que le hicieran algunos tribunales”. Escrito 
de Gustavo Tobar Fajardo de 17 de diciembre de 1998 (expediente de prueba, folios 4126 y 4127). Posteriormente, en 
el año 2000, de manera conjunta el señor Tobar Fajardo y la señora Ramírez Escobar manifestaron que los “niños 
fueron sacados del país mediante procedimientos reñidos con la ley, en calidad de mercancía de alto costo, bajo el 
disfraz de la noble institución de la adopción”. Escrito de la señora Ramírez Escobar y el señor Tobar Fajardo de 6 de 
noviembre de 2000 (expediente de prueba, folios 4591 y 4592). 
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527  Cfr. Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C 
No. 100, párr. 114, y Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua, supra, párr. 131. 

528  La trata de personas con fines de adopción está contemplada en el artículo 202 Ter del Código Penal, el cual 
establece: “Constituye delito de trata de personas la captación, el transporte, traslado, retención, acogida o recepción 
de una o más personas con fines de explotación. Quien cometa este delito será sancionado con prisión de ocho a 
dieciocho años y multa de trescientos mil a quinientos mil Quetzales. En ningún caso se tendrá en cuenta el 
consentimiento prestado por la víctima de trata de personas o por su representante legal. Para los fines del delito de 
trata de personas, se entenderá como fin de explotación: La prostitución ajena, cualquier otra forma de explotación 
sexual, los trabajos o servicios forzados, cualquier tipo de explotación laboral, la mendicidad, cualquier forma de 
esclavitud, la servidumbre, la venta de personas, la extracción y el tráfico de órganos y tejidos humanos, el 
reclutamiento de personas menores de edad para grupos delictivos organizados, adopción irregular, trámite irregular 
de adopción, pornografía, embarazo forzado o matrimonio forzado o servil”. La modalidad de adopción irregular fue 
adicionado al Código Penal, mediante el artículo 47 de la Ley contra la violencia sexual, explotación y trata de 
personas, Decreto Número 9-2009, 20 de marzo 2009 (expediente de prueba, folio 3881). 

529  Informe preparado por la Fiscalía contra la Trata de Personas de 2 de junio de 2017 (expediente de prueba, folio 
7698). 

530  Peritaje rendido por Carolina Pimentel González ante fedatario público el 16 de mayo de 2017 (expediente de 
prueba, folio 7296). En sentido similar, peritaje rendido por Jaime Tecú en la audiencia pública celebrada ante esta 
Corte.  

531  Mutatis mutandis, Caso Ticona Estrada y otros Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2008. Serie C No. 191, párr. 104.  
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VIII-3 

DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL532, EN RELACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE 

RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS Y EL DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES 

DE DERECHO INTERNO 

  

A. Alegatos de las partes y de la Comisión 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
532  El artículo 7.1 de la Convención establece que: “Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad 
personales”. 
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B. Consideraciones de la Corte 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
533  Cfr. Caso Artavia Murillo y otros ("Fecundación in vitro") Vs. Costa Rica, supra, párr. 142; Caso I.V. Vs. Bolivia, 
supra, párr. 151, y Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 89. 

534  Cfr. Caso Artavia Murillo y otros ("Fecundación in vitro") Vs. Costa Rica, supra, párr. 142; Caso I.V. Vs. Bolivia, 
supra, párr. 151, y Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 89. 

535  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 52, y Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 

80. 

536  Cfr. Caso Artavia Murillo y otros ("Fecundación in vitro") Vs. Costa Rica, supra, párr. 142; Caso I.V. Vs. Bolivia, 
supra, párr. 151, y Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 89. 

537  El artículo 4.2 del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes establece que, a los efectos de dicho Protocolo, privación de libertad se entiende como 
“cualquier forma de detención o encarcelamiento o de custodia de una persona en una institución pública o privada de 
la cual no pueda salir libremente, por orden de una autoridad judicial o administrativa o de otra autoridad pública”. 
Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
Doc. ONU A/RES/57/199, adoptado el 18 de diciembre de 2002, entrada en vigor el 22 junio de 2006. De conformidad 
con la Regla 11.b de las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad, por 
privación de libertad dichas reglas entienden “toda forma de detención o encarcelamiento, así como el internamiento 
en un establecimiento público o privado del que no se permita salir al menor por su propia voluntad, por orden de 
cualquier autoridad judicial, administrativa u otra autoridad pública”. Reglas de las Naciones Unidas para la protección 
de los menores privados de libertad, anexadas a la Resolución 45/113 de la Asamblea General de la ONU, adoptada el 
14 de diciembre de 1990, Doc. ONU A/RES/45/113. A los efectos de los Principios y Buenas Prácticas sobre la 
Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, adoptados por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, se entiende por privación de libertad: “[c]ualquier forma de detención, encarcelamiento, 
institucionalización, o custodia de una persona, por razones de asistencia humanitaria, tratamiento, tutela, protección, 
o por delitos e infracciones a la ley, ordenada por o bajo el control de facto de una autoridad judicial o administrativa o 
cualquier otra autoridad, ya sea en una institución pública o privada, en la cual no pueda disponer de su libertad 
ambulatoria. Se entiende entre esta categoría de personas, no sólo a las personas privadas de libertad por delitos o 
por infracciones e incumplimientos a la ley, ya sean éstas procesadas o condenadas, sino también a las personas que 
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están bajo la custodia y la responsabilidad de ciertas instituciones, tales como: hospitales psiquiátricos y otros 
establecimientos para personas con discapacidades físicas, mentales o sensoriales; instituciones para niños, niñas y 
adultos mayores; centros para migrantes, refugiados, solicitantes de asilo o refugio, apátridas e indocumentados, y 

cualquier otra institución similar destinada a la privación de libertad de personas”. CIDH, Resolución 1/08: Principios y 
Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de la Libertad en las Américas, adoptados durante el 
131º Período Ordinario de Sesiones, celebrado del 3 al 14 de marzo de 2008, OEA/Ser/L/V/II.131 doc. 26, disposición 
general.  

538  Cfr. Opinión Consultiva OC-21/14, supra, párr. 145. 

539  En este sentido, véase, por ejemplo: UNICEF, Manual de Implementación de la Convención sobre los Derecho del 
Niño, Tercera edición completamente revisada, 2007, pág. 285. En el mismo sentido, el Comité de Derechos Humanos 
también considera que “[e]l ingreso de un niño en una institución constituye una privación de libertad”. Comité de 
Derechos Humanos del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Observación General No. 35: Artículo 9: 
Libertad y seguridad personales, 16 de diciembre de 2014, Doc. ONU CCPT/C/GC/35, párr. 62.  De manera similar, la 
Asamblea General de la ONU ha señalado que “[l]as medidas encaminadas a proteger a los niños en acogimiento 
deberían ser conformes a la ley y no deberían implicar limitaciones poco razonables de su libertad y comportamiento 
en comparación con los niños de edad similar en su comunidad”. Directrices sobre las modalidades alternativas de 
cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de la Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, 
Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 91. 

540  Cfr. Estudio social de Flor de María Ramírez Escobar realizado por la Procuraduría General el 14 de marzo de 
1997 (expediente de prueba, folio 4323), e informe de la Presidenta de la Asociación Los Niños de 31 de diciembre de 
1998 (expediente de prueba, folio 4639). 

541  Mutatis mutandi, respecto a cualquier restricción de un derecho protegido en la Convención Americana, véase, La 
expresión "Leyes" en el artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-6/86 
de 9 de mayo de 1986. Serie A No. 6, párrs. 35 y 37, y Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302, párr. 168. 
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B.1 Legalidad del acogimiento residencial 

 

 

 

 

 
542  Código de Menores. Decreto No. 78-79 de 28 de noviembre de 1979, arts. 19 y 49 (expediente de prueba, folios 
3444 y 3447). En respuesta a una solicitud de información para mejor resolver, los representantes indicaron que dicha 
norma remitía al mismo Código, pero que éste “no establecía medidas específicas para la protección de niños y niñas 
en situación de riesgo, sino únicamente medidas para la atención de niños y niñas en conflicto con la Ley”, las cuales 
se encontraban señaladas en el artículo 42 del mismo código y son las siguientes: “1. Amonestación al menor. 2. 
Colocación del menor en una institución o establecimiento adecuado para su tratamiento y educación. 3. Libertad 
vigilada. 4. Multa o amonestación a los padres, tutores o encargados del menor, si es que fueron citados y oídos en el 
proceso. 5. Certificación de lo conducente a un Juzgado del orden común, si de lo actuado apareciera la comisión de 
un hecho constitutivo de delito o falta cuyo autor sea mayor de edad”. (Subrayado fuera del original) Código de 
Menores. Decreto No. 78-79 de 28 de noviembre de 1979, arts. 42 y 43 (expediente de prueba, folios 3446 y 3447). 
Por su parte, el Estado indicó que las medidas de protección que podía dictar el Juez de Menores estaban reguladas 
por la Ley de Tribunales de Familia, “normativa aplicada en el momento de ocurridos los hechos del caso”, que 
establecía en su artículo 12: “Los Tribunales de Familia tienen facultades discrecionales. Deberán procurar que la parte 
más débil en las relaciones familiares quede debidamente protegida; y para el efecto, dictarán las medidas que 
consideren pertinentes. Asimismo, están obligados a investigar la verdad en las controversias que se les planteen y a 
ordenar las diligencias de prueba que estimen necesarias, debiendo inclusive interrogar directamente a las partes 
sobre los hechos controvertidos, y apreciarán la eficacia de la prueba conforme a las reglas de la sana critica. De 
acuerdo con el espíritu de esta ley, cuando el Juez considere necesaria la protección de los derechos de una parte, 
antes o durante la tramitación de un proceso, puede dictar de oficio o a petición de parte, toda clase de medidas 

precautorias, las que se ordenarán sin más trámite y sin necesidad de prestar garantía”. Ley de Tribunales de Familia. 
Decreto-Ley No. 206, 7 de mayo de 1964 (expediente de prueba, folio 7955). De acuerdo al Estado, esta norma 
“facultaba al juez para que dictara toda clase de medidas que considerara pertinentes, a fin de resguardar, proteger y 
garantizar el bien superior del niño”, y no resultaba correcto limitar las medidas de protección aplicables a una sola 
norma de todo el andamiaje del ordenamiento jurídico interno. Al respecto, los representantes destacaron que la 
norma citada por el Estado se refiere a “las medidas que podían dictar los Tribunales de Familia que tenía competencia 
para conocer ‘todos los asuntos relativos a la Familia’” y no a “las medidas que podía dictar el Juez de Menores, que 
era el competente para conocer ‘los casos de menores en situación irregular’”. La Corte constata que las decisiones, 
mediante las cuales se internó a Osmín Tobar Ramírez en una institución residencial, fueron emitidas por un Juzgado 
de Menores no un Tribunal de Familia (supra párrs. 90 y 101), y no consta en las resoluciones de internamiento ni en 
la decisión sobre el abandono que dispuso la institucionalización, que se hubiera dictado dicha medida con base en 
dicha ley, sino con base en las normas del Código de Menores. Cfr. Oficio del Juzgado Primero de Primera Instancia de 
Menores de 27 de enero de 1997 (expediente de prueba, folio 4384), y Resolución del  Juzgado Primero de Primera 
Instancia de Menores de 6 de agosto de 1997 (expediente de prueba, folios 4303 y 4304). 

543  Cfr. Código de Menores. Decreto No. 78-79 de 28 de noviembre de 1979, art. 42 (expediente de prueba, folio 
3447). 

544  Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Examen de los informes presentados por los Estados Partes en virtud del 
artículo 44 de la Convención: Observaciones finales: Argentina, 9 de octubre de 2002, Doc. ONU CRC/C/15/Add.187, 
párr. 40. La Corte advierte, además, que los lugares de institucionalización para niñas y niños con necesidades de 
protección no pueden ser los mismos que para las niñas y niños en conflicto con la ley. Cfr. Comité de los Derechos del 
Niños, Examen de los informes presentados por los Estados Partes en virtud del artículo 44 de la Convención: 
Observaciones finales: Antigua y Barbuda, 3 de noviembre de 2004, Doc. ONU CRC/C/15/Add.247, párr. 41. 
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B.2 Finalidad e idoneidad del acogimiento residencial  

 

 

 

 

 
545  Al respecto, la Convención sobre los Derechos del Niño establece en su artículo 4 que: “Los Estados Partes 
adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos 
reconocidos en la presente Convención. En lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los 
Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, 
dentro del marco de la cooperación internacional”. 

546  Cfr. Comité de los derechos del niño, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 29 de mayo de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/14, párrs. 
25 y 31. Véase también, Comité de los Derechos del Niño, Examen de los informes presentados por los Estados Partes 
en virtud del artículo 44 de la Convención: Observaciones finales: Guatemala, 9 de julio de 2001, CRC/C/15/Add.154, 
párrs. 24 y 25. 

547  Cfr. Convención sobre los Derechos del Niño, art. 20. Véase también, UNICEF, Manual de Implementación de la 
Convención sobre los Derecho del Niño, Tercera edición completamente revisada, 2007, pág. 282. 

548  Cfr. Convención sobre los Derechos del Niño, art. 20. 

549  Cfr. Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de 
la Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 23. 

550  Ver, inter alia, Comité de los derechos del Niño, Informe sobre el 25º período de sesiones, Ginebra, 14 de 
noviembre de 2000, Doc. ONU CRC/C/100, párrs. 688.22 y 688.24, y Comité de los Derechos del Niño, Examen de los 
informes presentados por los Estados Partes en virtud del artículo 44 de la Convención Observaciones finales: Costa 
Rica, 3 de agosto del 2011, Doc. ONU CRC/C/CRI/CO/4, párr. 49c). En el mismo sentido, véase también, Informe de la 
Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, Najat 
Maalla M'jid, Misión a Guatemala, 21 de enero de 2013, Doc. ONU A/HRC/22/54/Add.1, párr. 117.d), y Directrices 
sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de la Asamblea General 
de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 122. 

551  Ver, inter alia, Comisión Europea, Dirección General de Empleo, Asuntos Sociales e Inclusión, Report of the Ad 
Hoc Expert Group on the Transition from Institutional to Community-based Care, septiembre de 2009, pág. 9.  

552  Peritaje rendido por Magdalena Palau Fernández ante fedatario público el 9 de mayo de 2017 (expediente de 
prueba, folio 7022). 
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B.3 Necesidad del acogimiento residencial 

  

 

 

 

 

 

 
El Comité observa con preocupación que se recurre sistemáticamente a colocar a los niños en 
instituciones. El Comité reconoce que existe acuerdo general en que el entorno familiar 

 
553  La Corte entiende el acogimiento residencial como un acogimiento de carácter no familiar, independientemente 
del tamaño del centro y el número de niños que albergue. En este sentido, se utilizará el término institucionalización o 
acogimiento residencial sin que esto constituya una calificación sobre la forma cómo era llevado a cabo dicho 
acogimiento residencial. 

554  Cfr. Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de 
la Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 5. 

555  Cfr. Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de 
la Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párrs. 6 y 7.  

556  Cfr. Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de 
la Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 54.  

557  Cfr. Convención sobre los Derechos del Niño, art. 20.2. 

558  Cfr. Comité de los derechos del niño, Observación General No. 21 sobre los niños de la calle, 21 de junio de 
2017, Doc. ONU CRC/C/GC/21, párr. 45, y Comité de los derechos del niño, Observación General No. 3: El VIH y los 
derechos del niño, 17 de marzo de 2003, Doc. ONU CRC/GC/2003/3, párr. 35. 
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ofrece posibilidades óptimas para el desarrollo armonioso del niño, pero entre la familia de 
origen y la colocación en instituciones hay que hallar soluciones intermedias. Estas soluciones 
podrían comprender la colocación tradicional en la familia o en la familia ampliada, los 
centros abiertos, la permanencia durante el día o la noche, el internamiento de urgencia, 
sistemas de estancia temporal, etc. Muchas de estas soluciones existen ya559.   

 
 

 

 

 

 

 

 

 
559  Comité de los Derechos del Niño, Informe sobre el 40° período de sesiones, 17 de marzo de 2006, Doc. ONU 
CRC/C/153, párr. 665. En el mismo sentido, véase también, Comité de los derechos del Niño, Informe sobre el 25º 
período de sesiones, Ginebra, 14 de noviembre de 2000, Doc. ONU CRC/C/100, párrs. 688.17 y 688.26.  

560  Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de la 
Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 21. Véase también, Comité de 
los Derechos del Niño, Examen de los informes presentados por los Estados Partes en virtud del artículo 44 de la 
Convención: Observaciones finales: Latvia, 28 de junio de 2006, CRC/C/15/Add.58, párr. 33, y Comité de los 
Derechos del Niño, Informe sobre el 40° período de sesiones, 17 de marzo de 2006, Doc. ONU CRC/C/153, párrs. 660 
y 667. 

561  Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de la 
Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 57.  

562  Cfr. Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de 
la Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 57. 

563  Cfr. Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de 
la Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 64.  
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[l]os hermanos que mantienen los vínculos fraternos en principio no deberían ser separados 
para confiarlos a distintos entornos de acogimiento alternativo, a menos que exista un riesgo 
evidente de abuso u otra justificación que responda al interés superior del niño. En cualquier 
caso, habría que hacer todo lo posible para que los hermanos puedan mantener el contacto 
entre sí, a no ser que ello fuera contrario a sus deseos o intereses568.  

 

 

 

 

 
564  Oficio del Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 8 de enero de 1997, dirigido al Jefe de Sección de 
Menores de la Procuraduría General de la Nación (expediente de prueba, folio 32).    

565  Cfr. Oficio de Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 27 de enero de 1997 (expediente de prueba, 
folio 4384). 

566  Cfr. Resolución del  Juzgado Primero de Primera Instancia de Menores de 6 de agosto de 1997 (expediente de 
prueba, folio 4304). 

567  Cfr. Estudio de la trabajadora social de la Asociación Los Niños de Guatemala de 3 de febrero de 1997 
(expediente de prueba, folio 4382). 

568  Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de la 
Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 17. 

569  Cfr. Convención sobre los Derechos del Niño, art. 3. 

570  Cfr. Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público de 8 de mayo de 2017 
(expediente de prueba, folio 6814). 
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Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha sido internado en un 

establecimiento por las autoridades competentes para los fines de atención, protección o 
tratamiento de su salud física o mental a un examen periódico del tratamiento a que esté 
sometido y de todas las demás circunstancias propias de su internación572. 

 

 

 

 

 

 

 

 B.4 Deber de regular, fiscalizar y supervisar 

 

 

 
Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos 
encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las 

autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y 
competencia de su personal, así como en relación con la existencia de una supervisión 

 
571  Cfr. TEDH, Caso Scozzari y Giunta Vs. Italia [GS], Nos. 39221/98 y 41963/98, Sentencia de 13 de julio de 2000, 
párr. 169.  

572  Convención sobre los Derechos del Niño, art. 25. Véase también, Comité de los Derechos del Niños, Examen de 
los informes presentados por los Estados Partes en virtud del artículo 44 de la Convención: Observaciones finales: 
Latvia, 28 de junio de 2006, CRC/C/15/Add.58, párr. 33. 

573  Cfr. Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de 
la Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 67.  
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adecuada574. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
574  Convención sobre los Derechos del Niño, art. 3.3. Asimismo, el artículo 19.1 de dicha Convención establece que: 
“Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para 
proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o 
explotación, incluido el abuso sexual mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante 
legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo”.  

575  Cfr. Comité de los derechos del niño, Observación General No. 21 sobre los niños de la calle, 21 de junio de 
2017, Doc. ONU CRC/C/GC/21, párr. 45.  

576  Cfr. Comité de los derechos del Niño, Informe sobre el 25º período de sesiones, Ginebra, 14 de noviembre de 
2000, Doc. ONU CRC/C/100, párr. 688.22. Véase también, Comité de los derechos del niño, Observación General No. 
17 sobre el derecho del niño al descanso, el esparcimiento, el juego, las actividades recreativas, la vida cultural y las 
artes (artículo 31), 17 de abril de 2013, Doc. ONU CRC/C/GC/17, párr. 51. 

577  Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de la 
Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 105.  

578  Cfr. Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, anexadas a la Resolución 64/142 de 
la Asamblea General de la ONU, 24 de febrero de 2010, Doc. ONU A/RES/64/142, párr. 105. 

579  Cfr. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149, párr. 86, y Caso Gonzales 
Lluy y otros Vs. Ecuador, supra, párr. 175. 

580  Específicamente, el artículo 12 establecía que: “La Dirección General de Bienestar de Menores y la Familia de la 
Secretaría de Bienestar Social, tendrá por objeto la ejecución de los programas de protección y bienestar social de 



- 118 - 
 

 

 B.5 Conclusión 

 

 

 

VIII-4 

DERECHO AL NOMBRE582 DE OSMÍN TOBAR RAMÍREZ, EN RELACIÓN CON LA 

OBLIGACIÓN DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS  

 

 Alegatos de las partes y de la Comisión 

 

 

 
menores, la colaboración con los órganos jurisdiccionales y todo lo relativo a las instituciones y establecimientos 
destinados a los menores en situación irregular, así como la custodia, conducción y tratamiento de dichos menores”. 
Código de Menores. Decreto No. 78-79 de 28 de noviembre de 1979, art. 12 (expediente de prueba, folio 3444). 

581  Cfr. Secretaría de Bienestar Social de la Presidencia de la República y Movimiento Social por los Derechos de la 
Niñez y la Juventud, “Política Pública y Plan de Acción Nacional a favor de la Niñez y Adolescencia 2004-2015, 
diciembre de 2003 (expediente de prueba, folio 417). 

582  El artículo 18 de la Convención establece que: “Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos 
de sus padres o al de uno de ellos. La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante 
nombres supuestos, si fuere necesario”. 
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 Consideraciones de la Corte 

 

 

 

 

 
583  Cfr. Caso Gelman Vs. Uruguay, supra, párr. 122, y Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 90. 

584  Cfr. Caso Gelman Vs. Uruguay, supra, párr. 122, y Caso Contreras y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2011. Serie C No. 232, párr. 112. De manera similar, el artículo 8 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño incluye “la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares” dentro del 
derecho del niño a preservar su identidad. 

585 Cfr. Caso Gelman Vs. Uruguay, supra, párr. 122, y Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 90. 

586  Cfr. Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 116, y Opinión Consultiva OC-24/17, supra, 
párr. 91. 

587  Cfr. Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 90. 

588  Cfr. Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 90, citando OEA, Comité Jurídico Interamericano, Opinión “sobre 
el alcance del derecho a la identidad”, resolución CJI/doc. 276/07 rev. 1, de 10 de agosto de 2007, párr. 11. 

589  Cfr. Caso Contreras y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 113, Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 91. 

590 Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C No. 130, párr. 182, y Opinión Consultiva OC-24/17, supra, 
párr. 106. 

591  Cfr. Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 106. 
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592  Cfr. Opinión Consultiva OC-24/17, supra, párr. 106. 

593 Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana, supra, párr. 184, y Caso de la Masacre de Las 
Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211, párr. 192. 

594  Osmín Tobar Ramírez declaró en la audiencia pública, que cuando se mudó a Estados Unidos con su familia 
adoptiva sufrió “un shock cultural, me sacaron de mi cultura, independientemente de que se fuera rico o pobre, yo no 
sentí nunca que encajaba en esa sociedad, […] por el color de mi piel. En Estados Unidos los niños, […] si uno no tiene 
el aspecto de ellos entonces no son aceptados, hay mucho bullying por la forma por lo que yo era y como había 
nacido”. Declaración rendida por Osmín Tobar Ramírez en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 
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VIII-5 

DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL595, EN RELACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE 

RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS  

 

A. Alegatos de las partes y de la Comisión 

 

 

 

B. Consideraciones de la Corte 

 

 

 

 

 
595  El artículo 5 de la Convención establece, en su parte relevante, que: “1. Toda persona tiene derecho a que se 
respete su integridad física, psíquica y moral. 2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes.  Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano”. 

596  Cfr. Caso Contreras y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 100. 

597   Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público de 8 de mayo de 2017 (expediente 
de prueba, folio 6815). 

598    Declaración rendida por Flor de María Ramírez Escobar ante fedatario público de 8 de mayo de 2017 (expediente 
de prueba, folio 6817). 

599   Peritaje psicosocial sobre Flor de María Ramírez Escobar, rendido por María Renee González Rodríguez ante 
fedatario público el 4 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7049). 
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600   Peritaje psicosocial sobre Flor de María Ramírez Escobar, rendido por María Renee González Rodríguez ante 
fedatario público el 4 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7049). 

601   Declaración rendida por Gustavo Tobar Fajardo en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

602   Cfr. Declaración rendida por Gustavo Tobar Fajardo en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

603   Peritaje psicológico practicado por Zoila Esperanza Ajuchan Chis a Gustavo Tobar Fajardo, rendido ante fedatario 
público el 9 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7086). 

604   Cfr. Peritaje psicológico practicado por Zoila Esperanza Ajuchan Chis a Gustavo Tobar Fajardo, rendido ante 
fedatario público el 9 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7086). 

605   Declaración rendida por Osmín Tobar Ramírez en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

606   Declaración rendida por Osmín Tobar Ramírez en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

607   Declaración rendida por Osmín Tobar Ramírez en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

608   Declaración rendida por Osmín Tobar Ramírez en la audiencia pública celebrada ante esta Corte. 

609   Cfr. Peritaje psicológico sobre Osmín Tobar Ramírez rendido por Karla Renee Lemus Barrios ante fedatario 
público el 8 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7058). 

610   Peritaje psicológico sobre Osmín Tobar Ramírez rendido por Karla Renee Lemus Barrios ante fedatario público el 
8 de mayo de 2017 (expediente de prueba, folio 7059). 
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IX 

REPARACIONES 

(Aplicación del artículo 63.1 de la Convención Americana) 

 

 

 

 

 

 
611     El artículo 63.1 de la Convención Americana establece que: “[c]uando decida que hubo violación de un derecho o 
libertad protegidos en [la] Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertades conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o 
situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte 
lesionada”. 

612  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de julio de 1989. Serie C 
No. 7, párr. 26, y Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2018. Serie C No. 346. párr. 183. 

613  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Reparaciones y Costas, supra, párr. 26, y Caso Pueblo Indígena 
Xucuru y sus miembros Vs. Brasil, supra, párr. 183. 

614  Cfr. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala, supra, párr. 226, y Caso Trabajadores Cesados de 
Petroperú y otros Vs. Perú, supra, párr. 195. 

615  Cfr. Caso Ticona Estrada y otros Vs. Bolivia, supra, párr. 110, y Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. 
Brasil, supra, párr. 184. 
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A. Parte Lesionada 

 

 

 

B. Medidas de restitución 

B.1 Restitución de los vínculos familiares de la familia Ramírez 

 

 

 

 

 

 
616     Cfr. Caso Andrade Salmón Vs. Bolivia, supra, párr. 189, y Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. 
Brasil, supra, párr. 185. 

617  Cfr. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 1996. Serie C 
No. 29, párr. 56, y Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. Brasil, supra, párr. 197. 



- 125 - 
 

 

 

 

B.1.a Restitución del vínculo familiar entre Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo 

Tobar Fajardo y su hijo Osmín Tobar Ramírez 

 

 

 

 

 

 

 

 
618  Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina, supra, párr. 157. 

619  Cfr. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C 
No. 109, párr. 278, y Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia, supra, párr. 279. 
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B.1.b Vinculación de Flor de María Ramírez Escobar y Osmín Tobar Ramírez con J.R.  
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B.2 Adoptar medidas para la modificación de la partida de nacimiento de 

Osmín Tobar Ramírez y la restitución de los vínculos legales familiares  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
620  Cfr. Caso Contreras y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 196. 
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C. Obligación de investigar los hechos de este caso 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
621  Cfr., inter alia, Caso De la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala, supra, párr. 233, inciso d; Caso Fornerón e 
hija Vs. Argentina, supra, párr. 172, y Caso Pacheco León y otros Vs. Honduras, supra, párr. 196. 
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D. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición 

 

D.1 Realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad 

internacional 

 

 

 

 

 

 

 

D.2 Elaborar un documental audiovisual  

 

 

 

 

 

 
622  Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de diciembre de 2001. Serie C No. 
88, párr. 81, y Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia, supra, párr. 284. 
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D.3 Publicación de la Sentencia 

 

 

 

 

 

 

 

D.4 Fortalecimiento de la supervisión y control de la institucionalización de 

niñas y niños  

 

 

 

 

 
623  Cfr., inter alia, Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Reparaciones y Costas, supra, párr. 79; Caso Mémoli Vs. 
Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2013. Serie C No. 
265, párr. 207; Caso Andrade Salmón Vs. Bolivia, supra, párr. 197; Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333, párr. 300, y Caso 
Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. Brasil, supra, párr. 199. 
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E. Otras medidas solicitadas 
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F. Indemnizaciones compensatorias 

 

F.1 Daño material  

 

 

 

 

 

 

 
624  Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 
91, párr. 43, y Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. Brasil, supra, párr. 208. 
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F.2 Daño inmaterial  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

G. Costas y gastos  

 

 

 
625  Cfr. Caso El Amparo Vs. Venezuela. Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de septiembre de 1996. Serie C No. 
28, párr. 35, y Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. Brasil, supra, párr. 197. 

626  Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 
26 de mayo de 2001. Serie C No. 77, párr. 84, y Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú, supra, párr. 334. 



- 135 - 
 

 

 

 

 

 

 

 
627  En su escrito de solicitudes y argumentos, pidieron que se pague la cantidad de USD $3.395,09 por concepto de 
viajes realizados por CEJIL y USD $31.661,85 por concepto de salarios, para un total de USD $ 35.056,94 por 
concepto de gastos, a ser reintegrados directamente a CEJIL. En sus alegatos finales, actualizaron dicho monto a USD 
$47.117,05 por los gastos del trámite ante la Corte posteriores a la presentación del escrito de solicitudes y 
argumentos. Después de esto, al remitir los anexos de sus alegatos finales escritos, indicaron que “renuncia[ban] al 
reintegro de [ciertos] montos correspondientes al envío de [dos] peritajes, y los honorarios de [un abogado]”. Por 
tanto, señalaron que el monto total de costas y gastos generado durante todo el proceso es de USD $43.479,75. 

628  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Reparaciones y Costas, supra, párr. 42, y Caso Pueblo Indígena 
Xucuru y sus miembros Vs. Brasil, supra, párr. 214. 

629  Cfr. Caso Garrido y Baigorria Vs. Argentina. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C 
No. 39, párr. 82, y Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. Brasil, supra, párr. 214. 

630  Cfr. Caso Garrido y Baigorria Vs. Argentina. Reparaciones y Costas, supra, párr. 82, y Caso Trabajadores Cesados 
de Petroperú y otros Vs. Perú, supra, párr. 243. 

631  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, supra, párr. 277, y Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus 
miembros Vs. Brasil, supra, párr. 215. 
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H. Reintegro de los gastos al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas 

 

 

 

 

 

 

 

I. Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados 

 

 
632  Cfr. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre 
de 2010. Serie C No. 217, párr. 291, y Caso Pacheco León y otros Vs. Honduras, supra, párr. 224. 
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X 

PUNTOS RESOLUTIVOS 

 

 
 

LA CORTE  
 

DECIDE,  
 

Por unanimidad,  

 

1. Aceptar el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado por el 

Estado, en los términos de los párrafos 27 a 37 de esta Sentencia. 

 

DECLARA, 
 

Por unanimidad, que 

2. El Estado es responsable por la violación de la prohibición de injerencias arbitrarias en 

la vida familiar, las garantías judiciales y el derecho a la protección de la familia, reconocidos 

en los artículos 8.1, 11.2 y 17.1 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 del 

mismo tratado, en perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y Osmín 

Tobar Ramírez, así como en relación con el artículo 19 del mismo instrumento en perjuicio de 
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este último, en los términos de los párrafos 161 a 196 y 201 a 243 de esta Sentencia. 

 

3. El Estado es responsable por la violación al derecho a la protección judicial, reconocido 

en el artículo 25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1, 11.2 y 17.1 

de la misma, en perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y Osmín 

Tobar Ramírez, así como en relación con el artículo 19 del mismo instrumento en perjuicio de 

este último, en los términos de los párrafos 248 a 256 de esta Sentencia.  

 

4. El Estado es responsable de la violación de la garantía judicial de plazo razonable, 

reconocida en el artículo 8.1 de la Convención, en relación con los artículos 1.1, 11.2 y 17.1 

del mismo instrumento, en perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo 

y Osmín Tobar Ramírez, así como en relación con el artículo 19 de la misma en perjuicio de 

este último, en los términos de los párrafos 257 a 263 de esta Sentencia.  

 

5. El Estado es responsable por la violación de la prohibición de discriminación en relación 

con la obligación de respetar y garantizar los derechos a la vida familiar y a la protección de la 

familia, reconocidos en los artículos 11.2 y 17.1 de la Convención, en relación con el artículo 

1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar 

Fajardo y Osmín Tobar Ramírez, así como en relación con el artículo 19 de la Convención en 

perjuicio de este último, en los términos de los párrafos 266 a 304 de esta Sentencia. 

 

6. El Estado es responsable por la falta de investigación de las irregularidades cometidas 

en el proceso de separación de la familia Ramírez y las posteriores adopciones internacionales, 

en violación del derecho a acceso a la justicia, derivado de una interpretación conjunta de los 

artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 

instrumento, en perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y Osmín 

Tobar Ramírez, en los términos de los párrafos 318 a 322 de esta Sentencia.  

 

7. El Estado es responsable por la violación del derecho a la libertad personal, reconocido 

en el artículo 7.1 de la Convención, en relación con los artículos 11.2, 17.1, 19, 1.1 y 2 del 

mismo tratado, en perjuicio de Osmín Tobar Ramírez, en los términos de los párrafos 326 a 

357 de esta Sentencia. 

 

8. El Estado es responsable por la violación del derecho a la identidad y el derecho al 

nombre, reconocido en el artículo 18 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 y 19 del 

mismo tratado, en perjuicio de Osmín Tobar Ramírez, en los términos de los párrafos 359 a 

362 de esta Sentencia. 

 

9. El Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal, 

reconocido en el artículo 5 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 

misma, en perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y Osmín Tobar 

Ramírez, así como en relación con el artículo 19 de la Convención en perjuicio de este último, 

en los términos de los párrafos 365 a 369 de esta Sentencia. 

 

Y DISPONE, 
 

Por unanimidad, que: 

 

10. Esta Sentencia constituye, por sí misma, una forma de reparación.  

 

11. El Estado debe adoptar todas las medidas necesarias y adecuadas para facilitar y 

contribuir a una restitución de los vínculos familiares entre Osmín Tobar Ramírez y sus padres, 
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incluyendo brindar el tratamiento psicológico, psiquiátrico y apoyo terapéutico que requieran 

las víctimas y becas para el estudio de los idiomas inglés y español, así como deberá hacer un 

esfuerzo serio, multidisciplinario y de oficio por iniciar, propiciar y, en su caso, continuar una 

vinculación de Flor de María Ramírez Escobar y Osmín Tobar Ramírez con J.R., de conformidad 

con lo establecido en los párrafos 379 a 385 de esta Sentencia.  

 

12. El Estado debe adoptar, de oficio, todas las medidas adecuadas y necesarias para 

 de Osmín Tobar Ramírez, de manera que se le 

al momento de su así como el 

nombre y apellido y otros datos personales, de conformidad con los párrafos 388 a 390 de 

esta Sentencia.  

 

13. El Estado debe iniciar y conducir eficazmente las investigaciones penales, 

administrativas y disciplinarias que correspondan por los hechos de este caso y, en su caso, 

determinar y sancionar a los responsables, de conformidad con lo establecido en los párrafos 

394 y 395 de esta Sentencia. 

 

14. El Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad 

internacional, de conformidad con lo establecido en el párrafo 398 de esta Sentencia.  

 

15. El Estado debe realizar un documental sobre los hechos del presente caso, el contexto 

en el cual se desarrollaron y las violaciones encontradas en la Sentencia, de conformidad con 

lo dispuesto en el párrafo 401 de esta Sentencia.  

 

16. El Estado debe realizar las publicaciones indicadas en el párrafo 402 de esta Sentencia, 

de conformidad con lo establecido en dicho párrafo y los párrafos 403 y 404 de este Fallo.  

 

17. El Estado debe adoptar las medidas necesarias para crear e implementar un programa 

nacional efectivo para garantizar una adecuada supervisión, fiscalización y control de la 

institucionalización de niñas y niños, teniendo en cuenta los criterios establecidos en el párrafo 

408 de esta Sentencia. 

 

18. El Estado debe pagar las cantidades fijadas en los párrafos 416, 420 y 426 de la 

presente Sentencia, por concepto de indemnizaciones por daños materiales e inmateriales y 

por el reintegro de costas y gastos, en los términos de los referidos párrafos y de los párrafos 

430 a 435 de esta Sentencia. 

 

19. El Estado debe reintegrar al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos la cantidad erogada durante la tramitación del presente 

caso, en los términos de lo establecido en los párrafos 427 a 429 y 435 de esta Sentencia. 

 

20. El Estado debe rendir al Tribunal un informe, dentro del plazo de un año contado a 

partir de la notificación de esta Sentencia, sobre las medidas adoptadas para cumplir con la 

misma. 

 

21. La Corte supervisará el cumplimiento íntegro de esta Sentencia, en ejercicio de sus 

atribuciones y en cumplimiento de sus deberes conforme a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, y dará por concluido el presente caso una vez que el Estado haya dado 

cabal cumplimiento a lo dispuesto en la misma. 
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Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 9 de marzo de 2018. 
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Comuníquese y ejecútese, 
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Pablo Saavedra Alessandri 

 Secretario 

 


